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RESUMEN 

El autor. en la Primera Parte, dedicada al estudio del proceso de formación de 10 
ley, on~lizo las diferentes fases del procedimiento legiklntivo establecido en los 
miculos 62 y siguientes de la Constitución, exponiendo el recorrido de un texto, 
desde su primsa intención de ley (anteproyecto o proyecto de ley), hasta su 
entera concetización que se reolizo II tmv& de su promulgación y de ~11 publi- 
cación como Ley. Dedica, también, algunas lineas y proposiciones al instituto 
del Diario Oficial. Lu Segunda Parte está dedicada nl omilisis de olgu?~s ternos de 
tácnica le&islativa. con abundante ayuda de q.empLx tomados de la experiencia 
legislativa chilenn. El trabujo se apoyo en abundante bibliogmfha chilena y extmn- 
/em, sobre un tema olvidado por lo literoturo jurtdica chileno. 

NOTA PRELIMINAR 

Este trabajo se inscribe dentro de un análisis histórico-jurídico del Poder 
Legislativo en Chile**, por lo tanto, no $10 se encontrara aquí una breve exposi- 
ción de las normas vigentes o explicacibn dogmática de los institutos jurfdicos 
pertinentes, sino también --necesariamente- una referencia al tránsito histbrico 
(historia cercana, pero historia al fm) del procedimiento legislativo y de las técni- 
cas usadas en la elaboraci6n de la ley en Chile. 

El análisis histórico-jurídico sc efectuará, principalmente, a trav6s de ejemplos 
tomados de textos jurfdicos, de textos legislativos, pues en eso consiste la historia 
jurídica: sólo en textos. Pero nuestro interks por la materia que tratamos no estri- 
ba en el fondo de esos textos, sino, normalmente, en su forma, en su estilo, en la 
manera como se manifiestan. 

En la primera parte, que hemos denominado Formación de Za Ley, parafra- 
seando el epígrafe de los artículos 62 y siguientes de la Constitución, se analizan 
las diferentes fases del procedimiento legislativo; se expone ahí el irer legislativo, 
el camino que, de acuerdo al entramado constitucional, debe recorrer un texto, 

* El célebre soneto de ano de Pistoia (1270-1336): “Para qué. Roma soberbia, tantas 
leyes”, es UXI antiguo lamento s la cantidad, variabilidad y desorden legislativo. 

** Retido, durante el aíio 1989 (y que ahora he actualizado), bajo el patrocinio del 
Centro de Estudios y Asistencia Legklativa (CEAL), de la Universidad Catóka de Valparaíso. 
Agradezco B dicho Centro de Estudios su amable autorización pars la publicación de este 
trabajo en esta Revista. 
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desde su primera manifestación o intención de ley hasta su entera concrettiación 
como tal ley. En esta parte no nos detenemos, en general, a analizar el contenido 
o la forma del texto, sino que se analiza ~510 su recorrido, su tránsito por las dife- 
rentes fases del procedimiento legislativo. 

En la segunda parte, dedicada al análisis de algunos temas de técnica legislati- 
va, nos interesa el texto mismo, desde que es un proyecto (o preproyecto o ante- 
proyecto, como se quiera) hasta su forma fmal de ley, y lo iremos descampo- 
niendo (abstractamente, por cierto) con el objeto de analizar sus diferentes partes 
y contenidos. Este análisis se efectúa con abundante ayuda de ejemplos tomados 
de nuestra experiencia legislativa e intentando explicar dogmáticamente cada uno 
de los temas que se ofrece. 

PRIMERA PARTE: 
FORMACION DE LA LEY 

1. INTRODUCCION 

1. Disposiciones consfirucionales. En la Constitución de 1980 los artículos 
62 al 72 estAn precedidos del epígrafe fonna&n de la ley, conteniéndose ea ellos 
las diferentes fases de que se compone el procedimiento legislativo, desde su inicio 
(la iniciativa de legislar) hasta su tbrmino (publicación de la ley)‘, en que se diseña 
un procedimiento muy complejo, y que rige en Chile a partir de 1990)‘. 

1 A estas disposiciones constitucionales deben agregarse los preceptos respectivos de 
la Ley NO 18.918, Orgdnica Constitucional del Umgreso Nacbnal, pues en ella (según el 
art. 71 inc. 20 in fine, Const.) se establece todo lo relociwzado con h tramitaci6n interna 
de la ley. También debeti agregarse lo que establezcan los Reglamentos de las Cámaras. A 
este respecto, debe tenerse presente que el art. 2O transitorio de tal Ley, revive, en lo no 
opuesto a la Constitución y  a dicha ley, los Reglamentos vigentes a 1913. 

’ Como es sabido, desde 1973 en adelante, hay que distinguir dos etapas en cuanto a 
elaboración legislativa: la primera, desde 1973 B 1980 y,la segunda, desde 1981, en adelante, 
en h que se ha denominado ‘transición”. En la primera etapa la tramitación se hizo mnfor- 
me a lo establecido, primero, en el Decreto Ley No 527, de 1974, Aprueba Estatuto de In 
Junta de Gobierno, que dispuso (art. 6O) que Wn Decreto Ley complementario establtxe- 
rá los órganos de trabajo y  los procedimientos de que se valdrá la Junta [de Gobierno] para 
ejercer las potestades constituyentes y  legislativas”. Este. texto complementario fue el Decreto 
Ley NO 991, de 1976, que estableció nomus para la tramitación de los Decretos Leyes. En 
la segunda etapa (como en la anterior), la potestad legislativa la ejerció la Junta de Gobierno; 
en esta última según el art. 19 transit. Const., el que dispuso, además, que “una ley comple 
mmtaria establecerá los órganos de trabajo y  los procedimientos de que sc valdrá la Junta 
de Gobierno, para ejercer la aludida potestad legislativa”. En virtud de ello se dictó la Ley 
NO 17.983.- Establece órganos de trabajo de la Junto de Gobierno y  fija normas wbre pro- 
cedimiento kgis!ativo; se dictó, además, un Reglamento para la tmmitaci6n de las leyes (D.0. 
ll abril 1981), y, posteriormente, un Reglomenta pura In organización y  modalidades de 
funcbonombmto de la Secretaría de Legiskzción de la Junta de Gobierno (D.O. 24 abril 1981). 

El procedimiento legislativo en estas etapas no será analizado aquí, pues nuestro interés 
reside en las disposiciones permanentes de la Constitución. Sobre ello pueden consuharse, 
con interés: MOHOR. Salvador, Organización y  func~nomiento de los órganos de traba@ que 
intervienen en el proceso legislativo. en Bokwíí de Derec/w Fúblico, III, 14 (Santiago 1981), 
pp. 3466 y  ROGAT VERDUGO, M. del Pilar, Lo f  ormación de h ley en lo tmnsicih (Me- 
moria de Prueba, U. Católica de Chile, Santiago, 1986) 281 pp. 
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Estas disposiciones son, en general, tributarias de la evolución constitucional 
chilena, y no varían en gran medida las establecidas en la Constitucih de 1925 
(principalmente arts. 45 y 55, bajo el epigrafe “formación de las leyes”). 

2. Hisrorin fidedigna. Es necesario referimos a la historia fidedigna de estas 
disposiciones sobre formación de la ley en la Constitución de 1980. Esta historia 
se encuentra, en primer lugar, en las Actas Oficioles de la C¿wisz’ón de Estudios 
de la NUCVQ Constitución Política de la República, quien se ocupó de tales mate- 
rias,fundamentalmente,enlas siguientes cuatro sesiones: 349a.,350a.,351a.,353a., 
efectuadas entre el 12 de abril y el 19 de abril de 197@. En segundo lugar, tam- 
bién existe historia fidedigna del paso del proyecto de Constitución por el Con- 
sejo de Estado y, fmlmente, por la Junta de Gobierno y el Grupo de Trabajo de- 
signado por ésta. No obstante, del trabajo de estos últimos organismos sólo se 
conoce, de la Junta de Gobierno, el texto promulgado y publicado a travh del 
Decreto Ley No 3.464, de 1980, Aprueba Nueva Constitución Política de la Re- 
pública de Chile y la somete a ratificación por plebiscito, y del Consejo de Estado, 
su informe y las Actas respectivas4. 

De las actas de la Comisibn de Estudios no podemos obtener grandes ante- 
cedentes: primero, porque, por la brevedad con que fue despachado el tema, hay 
muchas materias que ni siquiera se discutieron en su seno, no obstante que fueron 
materia de articulado posterior (por ejemplo, arts. 69 y 72, sobre sanch, promul- 
gación y publicaci6n, temas no tratados); y, segundo, pues, muchas materias tuvie- 
ron sustancial modificación en el articulado definitivo elaborado por la Junta de 
Gobierno (por ejemplo, la Comisibn estimó darle iniciativa legislativa sólo a la 
Cámara de Diputados’, y posteriormente en el art. 62 se la amplib también al 
Senado). 

S610 algunos antecedentes, por ejemplo: 

a) De aquí partió una importante decisih: restituirle el carácter general alas 
leyes, estableciendo, por ejemplo, que las leyes de gracia no tienen tal carácter 
general, y deben ser materia propia de la potestad reglamentaria6. 

3 Decimos fundamentalmente. pues también se discutieron aspectos relacionados con la 
formación de La ley, si bien no latamente, en las sesiones 34Oa. (facultades legislativas, en 
general); 344a. (algunas pautas a seguir en la materia), y, con posterioridad a las citadas, 
en La 37% (UU aspecto que había quedado pendiente: las insistencias). Pera las únicas sesio- 
nes dedicadas íntegmmente al tema son las cuatro citadas en el texto principal, celebradas 
las dos primeras un día martes 12 de abril; la tercera un día mates 18 de abril, y  la cuarta un 
día miércoles 19 de abril de 1978. iSólo tres días efectivos! Se obró sobre la base de un 
Memorandum preparado previamente por el comisionado Juan de Dios Carmona, cuyo 
texto no se anexa, y  que ~510 podemos reconstruir por los pasajes leídos y  que se transcriben 
textualmente en alguna ocasión (cfr. Acras, pp. 2178,2179,2216 y  2217). 

’ Cfr. CARRASCO DELGADO, Sergio. G&esis y  vigencia de los textos constitucionales 
chilenos (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1983), pp. 99 y  101. Respecto de las Actas del 
Consejo de Estado, puede verse, ahora, una copia de las mismas en la Biblioteca de $ Facultad 
de Derecho de la Universidad Catóka de Chile, lo que complementa el texto de su Informe, 
publicado en: Revisfo Chilena de Derecho, val. 8 NO l-6 (1981). 

’ Cfr.Aclos, sesiónN 351,~. 2176. 

6 Cfr. Actos, sesión NO 349a., p. 2142. Esto se plasmó, en defmitiva, en el artículo 32 
No 8 de la Oonst., que establece cano atribución del Presidente, ‘%onceder jubilaciones, re- 
tiros, montepíos y  pensiones de gracia, con arreglo a las leyes”, para la cual existe hoy una 
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b) Se acordó otorgar iniciativa legislativa al Consejo de Seguridad Nacional, 
en casos excepcionales, cuando los altos intereses de la seguridad nacional lo re- 
clamaren’; acuerdo no incorporado en definitiva en el texto de la Constitución, 
a nuestro juicio acertadamente, pues desnaturalizaba las funciones centrales 
de ese organismo y la tarea legislativa que corresponde sólo al Presidente y al 
Congreso. 

c) Se rechazó la idea de aceptar la promulgacibn parcial de las leyes, con 
excepci6n de la ley de presupuesto?. 

d) En cuanto a técnica legislativa, interesa transcribir tres intervenciones de 
los Comisionados que evidencian la intención de buscar mecanismos que junto con 
agilizar la aprobacibn de las leyes tambitn eviten la legislacibn de mala calidad 
tbcnica. Así: 

El señor LORCA estima que no debe desatenderse un aspecto muy importan- 
te en la formación de la ley, que es el de su buena conceptualizacion. En este 
contexto,‘recalca (...) que el sistema de lar insistencias presenta la grave difì- 
cultad de producir muchas veces, por no decir en la generalidad de los casos, 
textos legales confusos y mal mdactados9. 

El señor LORCA considera que una de Iris instituciones más wmpli& del 
sistema parlamentando chileno es In del veto, que es difícil de calificar en 
cuanto a si es suspensivo, supresivo o sustituh~vo y. ademas, con Ia desventaja 
adicional de que se generan leyes absolutamente incompletas e incobm- 
tes’“, 

La señora BULNES (...) el sistema de krs insistencias (...) lleva indefectible- 
mente a obtener [eyes de mala tknica legistatiw en que se pierde su concep- 
tualización (...)“. 

3. Lin aspecto general. Por último, hay ciertos aspectos del procedimiento le- 
gislativo que deben tenerse presente, pues van más allá de la simple revisión de sus 
fases (según las estudiaremos a continuación), y dicen relación con aspectos más 
generales, propios del sistema constitucional, sobre todo de la incidencia que tiene 
el sistema de las insistencias y del veto. 

Asi, si bien en tal procedimiento se trata de confeccionar un texto normativo, 
la posibilidad de que esta forma pueda serle dada integramente por las Cámaras 
nunca será absoluta, pues el poder del Congreso siempre estará condicionado por 

ley especial: Ley NUhf. 18.056.- Establece normas sobre otorgamiento de pensiones de 
grncia. Esta decisión ha sido muy importante, y  ha descargado notablemente la Recopilaci&~ 
de Leyes, y  fue un hecho ampliamente denunciado por la doctrina, pues se decía que más 
de la mitad de las leyes eran leyes de gracia: Cfr. TAPIA VALDES, Jorge A., Ln técnicz 
legishtivo (Santiago, Editorial Juridica de Chile, 1960), p. 47, y  BRAVO LIRA, Bernardino, 
Histwia de los Instituciones Políticas de Chile e Hispanoamérica (Santiago, Editorial Jurídi- 
ca de Chile, 1986), p. 272. 

7 CG.Actas, sesión NO 349a., p. 2149. 

’ Cfr. Actas, sesión NO 351a., p. 2176. 

9 Cfr.Actos, sesión No 351a., p. 2182. 

lo Actas, sesión No 350a., p. 2165. 

” Actas, sesión NO 351a., p. 2189, única ocasión en que se menciona, cano tal, B la 
técnica legislativa. 
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la influencia del Presidente de la República a través de sus parlamentarios afines 
(su “grupo parlamentario”). En la práctica, el procedimiento, más que la elabora- 
ción o formación de la ley, muchas veces será para el Congreso de mera ratiiica- 
ci6n y leve modificación del texto propuesto (y aprobado) por el Presidente de 
la República. 

Por lo demás, esta realidad surge de la propia redaccibn de la Constitución, 
pues si bien el Congreso esti llamado a ocuparse de los asun?os legislativos 
(art. 52, inc. 30 Const.) ello se hace en concurrencia con el Presidente de la 
República. Así, el art. 32 No 1 Const. dice que es atribucibn del Presidente: 
conemir a la formación de las leyes con arreglo a !a Constitución (...). 

Y, por su parte, el art. 42 señala que: “el Congreso Nacional se compone de 
dos ramas: la Cámara de Diputados y el Senado. Ambas concurren a LI formación 
de las leyes en conformidad a esta Constitución”. 

En definitiva, la facultad del Presidente de concurrir a la formación de las 
leyes va más allá de sus posibilidades de iniciativa y veto, y entroncan derechamen- 
te con la decisión sobre el texto adoptado, ya que esta decigón, en el fondo, se 
encuentra prejuzgada, en sus líneas básicas, por el Gobierno, actuando a trav6s 
de la longa munu que es un grupo parlamentario, los que, obviamente, siempre 
(0 casi siempre) apoyarán sus iniciativas y (si es necesario) apoyarán (0 negociarán) 
sus vetos. 

Así, la verdadera importancia y utilidad de todo el procedimiento legislativo 
(sobre todo en aquellos casos en que la decisión polftica ya viene adoptada, o ne- 
gociada previamente entre los grupos políticos, y con pocas posibilidades de 
variarse durante la discusión) radica en la posibilidad que nace para una discusión 
pública, abierta y transparente de los temas que subyacen en cada ley, ante la 
opinión pública y el fuego cruzado de todas las ideologias, y en la posibilidad que 
aporta, a través de sus fases sucesivas (que en lo posible deben ser absolutamente 
transparentes e informadas), de llevar a cabo negociaciones y acuerdos entre las 
diferentes fuerzas políticas”. Toda esta discusión, y las sucesivas revisiones del 
texto legislativo, podrían posibilitar, además, una mejoria técnica del mismo. 

II. FASES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

El procedimiento legislativo’3, o, lo que es lo mismo, la formación de la ley, 
comporta una serie de actos o trámites, que, convencionalmente, para los efectos 

” Cfr. SANTAhfARIA PAkXOR, Juan Alfonso, Apuntes de Derecho Administrativo 
(Madrid, Universidad Pontificad de Comillas, 1986), pp. 441442. 

l3 Sobre procedimiento legislativo, además de la manualística sobre derecho consti- 

tucional, y del escrito, ya clkico, de LANGROD, Georges, Que4ues aspects de lo procédwe 
porlamentaire en Fmnce, en Ita&? et en AUemagne Féd&Ie, en Revue ~ntevutionale de 
droit compare, V (19531, pp. 497-529, véase el número monogáficu sobre “La ley y el pro- 

cedimiento legislativo” de la Revista Espafioh de Derecbo Constitucional, año 6, NO 16 
(1986). que contiene, entre otros, los siguientes trabajos, de gran interés para conocer el 
estado de la cuestión en el ámbito europeo: DENNINGER, Erhard, El procedimiento k-gis- 
btim en la República Federal Alemana, pp. 11-58; DELPEREE. Francis, La elaboración 
de las leyes y  de los actos equivalentes a las fqvs en B&ico, pp. 5942; RUBIO LLORENTE, 
Francisco, l?i procedimiento lqislotiw en Esparla El lugar de h ley entre las fuentes del de- 
recho, pp. 83-113; MENY, Yves, El proceso legishztivo en Francia, pp. 115-177;JACOB, Joe, 
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expositivos, serán divididos en tres fases o etapas: (1) de iniciativa; (2) constitu- 
tiva 0 central; y (3) integrativa da la eficacia 0 conclusiva, 

Estas tres fases, además, pueden apoyar su existencia en preceptos de la Cons- 
titucibn, que revisaremos. No obstante, aun cuando sobre ello no IU habido el 
eco suficiente, existe (o debiera regularse la existencia de) una fase prelegislativa, 
y a esta última dedicaremos nuestra primera atención. Luego desarrollaremos las 
siguientes fases. 

1. 2 Una fase prekgislatim? a) La gene& de los proyectos de ley. En los he- 
chos, es innegable que existen diferentes actuaciones, ya administrativas, ya par- 
lamentarias, destinadas a preparar los proyectos de ley; es lo que hemos denomi- 
nado una posible fase “prelegislativa”, y cubre los diferentes momentos de gesta- 
ción de un proyecto. Esta etapa, en Chile, no tiene ninguna regulación, ni 
constitucional ni legal. 

Desde el punto de vista administrativo, por lo demás, no existe aún en Chile 
ni siquiera una ley general de Procedimiento Administrativo (la que, de acuerdo 
al artículo 60 No 18 de la Constitución, es materia de ley), por lo que, cuando los 
proyectos son de iniciativa del Presidente y preparados por la Administración, su 
elaboración se encuentra hoy exenta de toda regulación y todos los actos admi- 
nistrativos que se lleven a cabo para ello son totalmente facultativos, importan- 
do, en general, ~610 su resultado: que efectivamente sea un proyecto de ley. Para 
nada importan, ante la actual situación normativa, los antecedentes que se tuvie- 
ron a la vista para elaborarlo, las actuaciones y trtites, consultas e informes rea. 
lizados para su redacción, etc. Al texto en trámite y elaborado en esta fase se le 
llama, normalmente, “anteproyecto”. Entonces, regulación legal sistemática para 
la fase prelegislativa no existe en Chile. Y eso es lamentable, pues, por lo que 
diremos, podría ser altamente beneficioso para mejorar la calidad de los proyectos 
(existe, en elaboración, un anteproyecto de Ley de bases de procedimiento ad- 
ministrativo, en el cual debieran incluirse normas sobre la elaboración de ante- 
proyectos y proyectos de ley, de su publicidad, peticiones de informes, partici- 
pación ciudadana, y de todos los aspectos que sefialo en el texto). 

Por otro lado, esta materia entra de lleno en la técnica legislativa, materia que 
trataremos, en detalle, en la segunda parte de este trabajo. Allí se mostrarán 
aquellos aspectos relacionados con el texto de la ley; esto es, con el tratamiento 
formal de los proyectos. Pero, antes de eso, hay otra vertiente de problemas que 
dicen relación, no sólo con la calidad formal de los proyectos, sino con sus fin- 
dLl??WittOS. 

No obstante, sobre esta materia, podemos citar dos disposiciones: una que es 
historia legislativa y otra que está hoy vigente en Chile. 

Por una parte, el artículo 21 de la actual Ley No 17.983 -Establece órga- 
nos de trabajo de [a Junta de Gobierno y jija normas sobre procedimiento legisla- 
tivo-, que rigió hasta 1989, era del siguiente tenor: 

El procedimiento legislativo en el parlamento británico, pp. 179-201: CHELI, Erizo y CA- 
RETTI, Paolo, EI proceso legi.dotivo en Italio, pp. 203-222; REGNER, Göran, El procaii- 

miento legislativo en Suech, pp. 223-246, y CAFQTORTI, Francesco, El procedimiento 
de producción legislotivn en hs comunidades europeas, pp. 247.285. En fin, sobre una fase 
específica, véase: PUNSET, Ramón, LQ fase centraldel procedimtento legishtivo, en: Revisto 

Es@fola deDerecho ConFtitucioruI,año 5, NO 14 (1985), pp. 11 l-134. 
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Ln iniciativo deberá ir ocompoño& de un mensaje, si se origino en el Presiden- 
te de kr Repúblico, o de uno moción si proviene de algún miembro de la 
Junta. En ambos casos deberá ocompnñmse de un informe técnico que 
incluirá los siguientes materias: 
o) Razones que just@con lo necesidad de dictar lo norma propuesto. 
b) Ciílculo estimotivo del gosto, si lo hubiere, con indicación de b respec- 
tivos fuentes de financiomienta debidamente jusnfìcndos con los onteceden- 
tes técnicos correspondientes, y 
c) Otros antecedentes que sean necesmios poro la mejor comprensión de In 
iniciativo. 

La verdad es que la praxis de los últimos anos de su aplicación no fue com- 
pletamente acorde con el espiritu que animaba esta disposicih (a pesar de sus tér- 
minos tan enfáticos), pues, si bien siempre se acomptió un Informe TBcnico, 
pocas veces se insertaron estudios de todas las razones que pueden justificar un 
proyecto, y rara vez un c&lculo de gastoso antecedentes anexos”. 

Por otra parte, el artículo 14 de la Ley N” 18.918 -0rgúnico Constitucio- 
nal del Congreso Naciono-, que rige a partir del ll de marzo de 1990, es del si- 
guiente tenor: 

Los fundamentos de los proyectos deberán ocompoñarse en el mismo docu- 
mento en que se presenten, conjuntomente cm los antecedentes que expli- 
quen los gastos que pudiere importar lo oplicnción de sus normas, IB Jùente 
de los recursos que LI iniciativo demande y  la estimación de su posible monto. 

” A esto cabe agregar lo que señalaba el artículo 24 de la misma Ley NO 17.983.- Esta- 
blece órganos de trabajo de h Junta de Gobierno y  f#a nornulssobreprocedimientolegislafivo: 

La Secretaría de Legislación presenrará 0 los Comisiones Le&aslotives, conjuntamente 
con el envío de copia del proyecto y  de SUS anrecedenres. un informe que comprenderá 
las siguientes materias: 

o) Análisis del proyecto desde el punto de vista de SU iuridicidnd de fondo; 
b) Sugerencias QXO perfeccionar el proyecto desde el punro de viHa formal, con 

el fin de ajustarlo a ww adecuada técnica legislativa; 
c) AMllsis de las disposiciones del pmyecto que deroguen o modifiquen, expreso 

0 táclhvnenhz, la legislación Vicente; 
d) Examen de las normas de la legislación vigente que remIrarán afectada por el 

proyecio en caso de se, aprobado. y  
e) corrdación con d r&bnen normoh~&‘o rucioM/. 

En la práctica. estos inhmes contenían un análisis de los antecedentes legales (disposi- 
ciones derogadas o modificadas), de hecho (mensaje e informe técnico), los objetivos del 
proyecto. de su contenido, y  comentarios de su juridicidad de fondo, incluyéndose nonn& 
mente comentarios sobre la constitucionalidad o consecuencias de los textos propuestos en 
el proyecto respectivo. todo ello normalmente limitado en el respeto por el “mérito”, esto ea, 
por la decisión adoptada por el Ejecutivo. Muy rara vez estos informes entran en el mérito u 
oportunidad del proyecto. Las sugerencias sobre técnica legislativa normahnente 4e refieren 
a aspectos de redacción. Un excelente ejemplo de La calidad de estos informes, véase en: Re- 
visra Chilena de Derecho, val. 11 (1984), pp. 139-194, sobre el proyecto de Código de Mine- 
ría. 

En el futuro se impone que existan análisis similares a los proyectos de ley, pero no sólo 
en esta etapa. sino también en la previa: prelegislativa, mientras permanece en el Ejecutivo. 



220 REVISTA CHILENA DE DERECHO [Val. 18 

b) La fundamentación de los proyectos. Tomando como base la exigencia de 
fundamentar los proyectos de ley que efectúa la Ley No 18.918, Orgánica Cons- 
riruciod del Congreso Nuciomrl, bien podria, a partir de ahí, elaborarse todo un 
elenco de extremos que debiera considerar el autor de los proyectos de ley antes 
de proponerlos como tales e iniciar, así, su tramitación legislativa. Aquí se deben 
reflejar los puntos esenciales de lo que se llama proceso ZegSztivo interno, esto 
es, el método de obtención de decisiones legislativas, orientado a garantizar la 
racionalidad de las leyes y a aumentar su eficacia. En otras palabras, evitar el 
fracaso de la ley. Es por lo demás una forma de evitar acusaciones sobre la mala 
calidad de nuestras leyes”. 

Si fundamentar es razonar, dar motivos, a mi juicio no resulta inadecuado, 
siguiendo ejemplos que ofrece el derecho comparado’e, y tomando base en la 
disposición legal aludida (y en la intencion del constituyente: vid. supra: “Actas 
de la Comisión”), propugnar que todo proyecto legislativo debiera dar informa- 
ción adecuada sobre los siguientes extremos: 

lo Delimitación y an&hsis del sector de la realidad social a regular y definición 
de los objetivos. Como ante toda intervención en la realidad que habrá de tener 
un impacto en ella, debe definirse el problema que pretende resolverse con la 
regulación. Debe saberse con precisión, en toda su riqueza de contenido, en qué 
consiste y cómo se expresa el problema que se decidir4 a traves de la ley en 
proyecto. 

Deberá conocerse, entonces, claramente la situación existente, a traves de 
estudios empíriws, informes de expertos, etc., de tal modo que se pueda wnocer 
con la mayor exactitud posible su naturaleza, contexto y dinámica. 

Debe, además, definirse claramente el objetio de la ley en proyecto, y, por 
otra parte, sufìnalidad Deben, en lo posible, diferenciarse estos dos aspectos: 

-El objetivo de la ley, que va más allá de la propia ley. Describe aquello que 
debe ser conseguido mediante la ley; su incidencia en la realidad. El objetivo 
describe las consecuencias que deben producirse para que exista el estado de- 
seado. 

Asf, si las consecuencias de la influencia producida realmente en la conducta 
de los afectados -mediante la norma jurídica- no se corresponden wn el estado 
que describe el objetivo de la ley, existe un fracaso rehico”. En otras palabras, 
se crefa conocer la realidad sobre la que actuarfa la ley, pero, apesarde que se 
produce el estado deseado (se cumple la ley), no se produce el objetivo deseado. 
Un ejemploI aclarará esto: 

Is Acusaciones fkcuentes entre la doctrina nacional: cfr. TAPIA VALDES (II. 6). p. 36, 

entre otios. 

l6 Cñ. Directriz sobre técnica legislativa alematla, en MARTIN CASALS, Miguel, Preúm- 
bulo y disporiciones directivas. en GRETEL-Grupo de Estudios de Técnica Legklativa, Ln 
fom de kzs leyes, 10 estudios de técnica legisbtiw Barcelona, Bosch, 19861, p. 65, cuyo 

esquema seguimos en este milisis. Sobre esta mlectánea de GREXEL, que ha sido fundamen- 

tal, primero, en nuestro interés en el tema, y, segundo, ooma guía para la preparación de este 
trabajo (sobre todo en la segunda parte), véase nuestra recensión en: Revista de Derecho 
Público. XV, 114 (Madrid, 1989). pp. 304-309, y en Revista Chilena de Derxho, val. 16 

(1989) pp. 842-846. 

l7 cfr. HLJGGER, cit. por MARTIN (II. 16), p. 82. 

l8 Tomado de MARTIN (n. 161, p. 83. 
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La ley tiene por objetivo impedir la desnpun’ción de la fauna marina en un 
determinado lugar. A tal efecto, impone unas medidas restrictivas a lo pesca. 
A pesar de la perfecta observancia de esas medidas, la fauna mark contimía 
desapareciendo porque lo que provoca su desapatición es, no tanto la pesca, 
sino Ia existencia de emi.wios submarinos en las inmediaciones. 

-La finahijad de la ley, en donde se expresa en qué han de consistir los efec- 
tos de las medidas previstas por la ley. Describe lo que debe ser conseguido en la 
ley. Su cumplimiento se mide viendo si se producen los cambios de conducta o 
efectos que se quería obtener. 

Si la modificación de conducta o efectos no se produce, o se presenta 
con una intensidad no querida, o se 

P 
resenta de un modo diferente a la esperada, 

existe, entonces, un fracaso de la ley ‘. Así: se da una discordancia entre los efec- 
tos queridos y los efectos producidos (erróneos o falta total de efectos). Un ejem- 
plo: 

En el mismo caso anterior, las medidas restrictivas de la pesca no son obser- 
va& por falta de incentivos, control, o sanciones suficientes. 0 bien son 
observa& pero provocan que los pescadores se dediquen a la captura de 
otms especies no protegidas, lo cual, a su vez, provoca el desequilibrio del 
ecosistema y hace que continúen desapareciendo las protegidas. 

Buscaremos, ahora, ejemplos concretos, de leyes chilenas, para mayor clari- 
dad de la distinción entre objetivos y finalidad. 

LEY No 18.097, Aprueba Ley Orgánica Constitucional sobre Cimcesiones 
Mineras: 
Su objetivo (manifestado en su Informe Técnico)“: “conciliar, de la mejor 
manera ponble, el objetivo de expandir la ach’vidad minera con el interés 
nacional’! 
Su fínalidad (articulo 19 No 24, inc. 70 Constitución y texto de h ley): re- 
ykw h consiitución, duración, derechos y obligaciones que conjieren, y el 
régimen de amparo de lar concesiones mineras. 

DECRETO CON FUERZA DE LEY No 22 (de 1981, Educación), Cka un 
programa especial de bems de pe?feccionamiento en el extranjero para egre- 
sados de krs Universidades e Insfi’tuciones Profesionales chilenos. 
Su objetivo: “reorganizar lar Universidades. ayuoin a su perfeccionamiento 
medirmte LS incorporación de profesionales de alto nivel” (Considerando). 
Su jkzlidad: regubzr el pmgmmu de becas, establecer los derechos y obliga- 
ciones de los becarios, etc. 

Por último, un ejemplo clan, (y actual, pues incide en una materia sobre 
la cual previsiblemente habrá de legislarse, esperamos que en forma adecuada) 
de fracaso teórico y fracaso de la ley es la: 

l9 Cfr. HIJCGER, cit. por MARTIN (n. 16), p. 82. 

” Cfr. Archivo del Organo Legklutiw (Secretaría de Legislación). T. 40. “Ley NO 

18.097”, 1. folios l-233, también lo transcribe: PIÑERA ECHEÑIQUE, José, Lqisbci5n 
Minera (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1982), p. 45. 
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LEY N” 3.133, Neutralización de los residuos provenientes de establecimien- 
tos industriales. 

A su respecto, es ya consenso, sobre todo por la nueva realidad del complejo 
fen6meno de la contaminaci6n21, que no han sido cumplidos ni los objetivos ni las 
finalidades de esta Ley N” 3.133. 

20 Contenido esencial de la ley proyectada. En esta fase prelegislativa se debe 
efectuar una exposición de las líneas generales del proyecto y de sus puntos esen- 
ciales. En otras palabras, y ajustándonos a la terminología de la normativa cons- 
titucional, se trata de las ideas matrices o fundamentales del proyecto (vid. art. 
66 Constitución). 

Así, una elaboracibn previa de estas ideas matrices o fundamentos podrá 
servir para el momento posterior de la discusi6n del proyecto, pues ellos (según 
el artículo citado) deberán ser respetados e inalterados por las adiciones o correc- 
ciones que introduzca el Parlamento al proyecto respectivo. 

30 Alternativas de la ley proyectada. Siempre es conveniente evaluar la nece- 
sidad de una ley antes de promoverla; antes de elaborar una decisión, deben ser 
puestos de manifiesto todos los puntos de vista. Entre los cuestionamientos po- 
sibles, citamos: 

-iEs necesaria la ley que se proyecta? Pues, a lo mejor, la solucibn puede 
residir en otras acciones y o mecanismos autorreguladores: la iniciativa privada, 
el mercado, etc. 

-iNo hay otros medios que entrega el Derecho? Debe verificarse la necesidad 
(y la posibilidad constitucional) de la ley formal, pues, por ejemplo, podrían bas- 
tar un reglamento o un acto administrativo”. 

Esta es una forma de evitar (claro está, dentro del marco de la reserva de ley) 
Ia “inflación legislativa”, la “marea legislativa”, o, según la conocida expresibn de 
Carl Schmitt, la “motorización legislativa”. 

40 Efectos derivados de la ley proyectada. Deben distinguirse varios aspectos: 

-Efectos económicos. Fuera de los costos públicos, la ley puede ocasionar 
costos a los particulares, no sólo aquellos que resultan del contenido de la ley, 
sino también costos de ejecución. Un ejemplo, son los nuevos trámites burocrá- 
ticos. Algo de esto hay en el artículo 21 letra b) de la Ley N” 17.983, citada, yen 
el artículo 14, citado, de la Ley Na 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso 
Nacional. 

Pero debe dejarse en claro que no sólo se trata de los gastos para el erario 
que pudiesen aparecer en la propia ley, o el monto de impuestos, cuyo cálculo 
es expreso, Se trata de verificar el impacto económico de ciertas leyes, en general. 
Un ejemplo puede aclarar esto: 

*’ Cfr. nuestros: Contaminación y Derecho, en: El Mercurio, p, A-2, días 2s de sep- 
tiembre de 1989 y 26 de octubre de 1989. Más ampliamente: Sobre In contaminación de hs 
aguas en Gocetu Jun’dica, No 114 (19891, pp. 3-8. 

” Cfr. una especie de Directriz de técnica legislativa de la Región toscana italiana: 

Suggenmmti per In redazione di teîti normativi, en II Foro Italiano (1985). p. 179: wifiche 
non strettamente testuali. También puede consultarse esta directriz en: Le Regmni, XIII, 

2-3 (1985), pp. 319 y ss. 
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LEYNO 18.248, Ffja texto del código de Minería. 
Artículo 20 transitorio, inciso 20: Dentro del pbzzo de ciento ochenta días, 
contado desde la vigencia de este código, los tituknes de concesiones judicia- 
les para explorar y los titulares de concesiones administrntivas pora explorar 
y para explotar, como asimismo los titulmes de solicitudes de dichas conce- 
siones, debenín presentar manifestación o manifestaciones respecto de la o las 
sustancias concedidas o solicitadas, so pena de extinción de sus derechos por 
el solo transcurso de ese plazo. 

$e pens6 el costo económico que esto ocasion a los particulares? 

-Costos sociales, La aplicación de la ley puede comportar costos sociales, 
no solo interesantes en su valoración económica inmediata, sino, sobre todo, en 
el aspecto de creación de situaciones sociales conflictivas y de repercusión negati- 
va en la calidad de vida. 

Un factor a considerar, por ejemplo, hoy en dfa, es el medio ambiente. Y 
aquí podemos traer a colación el mismo ejemplo anterior. Al estudiarse la: 

LEYN” 18.248, Fija texto del G3digo de Minería 

$e estudió su repercusión en el medio ambiente? 

-Inserción de la ley en el marco del ordenamiento jurídico. Una vez aproba- 
do el proyecto, se insertará como ley dentro del ordenamiento juridico vigente, 
por lo que debe realizarse un análisis previo del fundamento de la competencia 
(Les materia de ley?) y de su constitucionalidad, para que pueda desplegar eficaz- 
mente su contenido normativo. Debe considerarse, tambien, una relación de 
vigencia; a fm de evitar posibles dudas, se deberfa incluir una tabla de derogacio- 
nes, esto es, las disposiciones que derogara expresamente la ley en proyectou. 
Un ejemplo: 

LEYÓ 18.5 76, Introduce modificaciones a la legislación bancaria yjbtanciera. 
Introduce el siguiente artículo 20 a ta Ley General de Bancos (Decreto con 
Fuerza de Ley Nn 252, de 1960): Los depósitos y captaciones de cualquier 
naturaleza que reciban los bancos están sujetos a secreto bancario (...). 

Así, se introduce una figura jurídica nueva en el ordenamiento legal chileno: 
el secreto bancario. $e hizo con plena conciencia del impacto que ocasionaría 
(y que ocasionó) con otras instituciones? No se trata de valorar el mérito de esta 
disposición, sino si se hablan estudiado previamente sus efectos, pues, alo mejor, 
con algún otro antecedente (por ejemplo, el abuso del secreto bancario, a traves 
del llamado “la;ado de dinero”), tal disposición legal habria sido diferentez4. De 

*3 Este análisis lo exige el art. 24 letra c) de k Ley 17.963.- Establece órganos de 
trabajo de In Junta de Gobierno y fija norrms sobre procedimiento legislativo, a la Secre- 
taría de Legislación. En Espafia, el art. 129.3 de k Ley de Procedimiento Administrativo 
exige que al proyecto lo acomptie una tabla de vigenck. El problema resurge en Chile con 
hs derogaciones tácitas, tan usadas: véase infra. 

l4 CE. nuestro: El secreto bancario ante el derecho chileno, en Revista de Derecho, 

180 (Concepción, 1986), pp. 39-61, posteriormente en Cmdemos Iberoamericanos de Estu- 
dios Fiscales, 8 (Madrid. 1988). pp. 381427, y  ahora en: El secreto boncmio. Sobre su fun- 
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eso se trata: de legislar con responsabilidad; con plena conciencia de los efectos 
que ocasionará el acto legislativo. De esto hablamos a continuaci6n. 

c) La calidad de Las leyes. ¿Test a los proyectos de ley? iCabe someter a 
test los proyectos de ley, antes del inicio de su tramitación parlamentaria como 
tales, para evaluar así sus consecuencias? 

Si bien ello esta alejado de las prácticas habituales en nuestro pals, la técnica 
de evaluaci6n de las leyes es un instrumento habitual en paises donde Derecho y 
Técnicas de la Administración obedecen a programas orientados políticamente. 
Ejemplo de estos últimos son los Estados Unidos y Alemaniass. 

Someter a examen o test un proyecto de ley (o una ley que se proyecta mo- 
dificar o derogar) supone controlar cómo y hasta qué punto atienden las exigen- 
cias tanto formales como de contenido que de tales proyectos de ley se espera. 

Es obvio que para ello habrá que tener claridad de las condiciones que se les 
puede exigir a las leye?, y de los efectos que pueden dificultar su ejecuci6n: por 
ejemplo, la burocratizacibn, un bloqueo jurisprudencial, etc. A un conocimiento 
efectivo de los posibles efectos de una ley que se proyecta dictar ~510 es posible 
llegar a trav6s de investigaciones aisladas o de verdaderas simulaciones de su hipo- 
tbtica aplicación. 

Se precisa la realización de verdaderos “experimentos” que de manera prácti- 
ca analicen la aplicación y efectos de los preceptos jurfdicos, y deben buscarse, por 
tanto, m6todos y procedimientos de examen, de prueba y comprobación, que fa- 
ciliten la informaci6n precisa, a trav6s de la participación de interesados, desti- 
natarios, o quienes representan los intereses de los afectados por las normas, de 

dnmento. legislación y  jwisprudencti. (Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1990), 226 
pp., donde, a raíz de esta escueta disposición, se estudia el impacto del secreto bancario en 
el ordenamiento jurídiw chileno. $0 estudió quien hizo el proyecto? 

*’ Una gran cantidad de leye, tanto del Congeso americano como de la RFA, sobre 
todo las más importantes, han sido sometidas a examen y  prueba. Y no ~610 durante su tia- 
mitación admtistmtiva (prelegislativa, como aqui decimos), sino también durante su tia- 
mitación parlamentaria. 

Z6 Las condlcinnes que se les puede exigir * la ley, en teoría, es un tema al que no 
podemos entrar aquí sin desviar nuestro hilo conductor: el procedimiento legislativo. sólo 
una referencia de aquellas que se encuentran en un punto de equilibrio de toda legislacion 
adecuada: (1) la economio de las normas, indica verificar el grado de detalle necesario en 
ellas; (2) su efectividad, se fomenta a través de una cuidadosa preparación de los proyectos, 
sin lo cual peligra $ consecución de sus ñnes; (3) la eficucin, es UIX relación, muy de ew- 
nomistas, entre los resultados obtenidos y  su axte; (4) h aptitud de las normaspzr~~ ar eje- 
cutadas, depende de varios supuestos: aceptación, comprensión, conocimiento, etc.; (5) el 
grado de acerurmiento de la norma II los interesados, dependerá, por ejemplo, & su com- 
prensión y  de la percepción del impacto que ocasiona en cada cual. La falta de muchas de 
estas y  otras condiciones (axno !as leyes constantemente modificadas) vulneran la seguridad 
jurfdica de los afectados y  la previsión y  confianza en el Derecho. Cfr. más antecedentes en: 
MONTORO CHINER, María Jesús, Lo calidad de las normas: ~Derafio al Estado de Derecho? 
El test de los proyectos de ley como sistema pam mejorar la caliakd de las normas, en: Revisto 
EspuAob ,de Derecho Adminis~nMe, No 48 (1985), pp. 514516. a quien seguimos en este 
apartado. Véase, tambi&n, PENDAS GARCL4, Benigno, Procedimiento legishtivo y  arlidad 
de las leyes, en: Revkta Espaflob deDerecho Constitucional, X, NO 28 (1990), pp. 75-110. 
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forma que puedan reconocerse de antemano, valorarse y aquilatarse los efectos 
concretos de éstoP. 

Entonces, si las ciencias de métodos y planificación como la investigación 
social de carácter experimental han desarrollado técnicas de investigacibn y de 
control de fenómenos sociales, es perfectamente posible (y adecuado, por lo de- 
más) pensar en la factibilidad (y necesidad cada vez mils apremiante, ante la cali- 
dad más que deficiente de las normas que se dictan habitualmente) de que tales 
técnicas sean aplicadas a la creaci6n del Derecho y al amilisis de los proyectos de 
ley. 

Principalmente puede pensarse en la aplicaci6n de métodos de pruebo a los 
proyectos de ley, a través de los cuales se procede a la simulación de los supuestos 
de hecho de la norma como si estuviera Bsta en vigor. Asf, la norma en proyecto 
es controlada mediante un análisis de sus efectos a travCs de la aplicacibn de crite- 
rios orientados hacia un resultado determinado. Interesa saber c6mo la norma va 
a modificar la realidad social: su impacto, su repercusi6n*s. 

En fin, se trata que las normas sean realizadas con mayor claridad de los efec- 
tos que ocasionaré en la realidad social. Y esta claridad es muy necesaria, pues 
significa seguridad jurfdica, y, sin Bsta, difícihnente se entiende cumplido el prin- 
cipio del Estado de Derecho=. 

2. Fase de iniciativa. a) En general. El procedimiento legislativo se inicia, 
propiamente, con la iniciativa legislativa. Constituye ka, por lo tanto, el me- 
canismo que pone en movimiento el procedimientos”. 

La Constitucibn se refiere a esta materia, especialmente, en el artículo 62. 
Así, su inciso lo (que es idgntico al antiguo art. 45 inc. lo de la Constitución de 
1925) establece que “las leyes pueden tener origen en la Cámaro de Diputados o 
en el Senado, por mensaje que dinyo el Presidente de la Reptiblica o por moción 
de cualquiem de sus miembros Las mociones no pueden ser firmaah por ti 

w Un ejemplo de participación de interesados w, indudablemente, la tramitacibn ini- 
cial del proyecto de Reforma Cwstitucional sobre Gobierno Regional Provincial y  Local 
(Capitulo XIII de la Constitución), de 1991, donde las Comisiones de Gobierno, Descentrati- 
zación y  Regionalización y  de Constitución. Legislación, Justicia y  Reglamento, unidas, del 
Senado, invitamn a representantes regionales, en gran número, para cono~ã su opinión del 
proyecto. Véase, en esta Revista, seccibn documentos, la intervención del autor en tal ‘par- 
ticipación ciudadana”, intituiada Reforma cunrtitucional y  descentralizoci6n administrativa. 

28 Cfr. MONTORO CHINER (n. 26), p. 517. Una exposición de estosmátodos, que no 
podemos analizar aquf, véase en tal trabajo, pp. 5 19 ss. Sus denominaciones, de procedencia 
alemana: Zeitgesetr (vigencia de las leyes); Modellversuch (simu$cih); pratistert phmspiel, 
phmpiel aritmético-formal; simulación fcmpalizada. etc. 

29 Sobre este punto, véase lo que ha dicho el Tribuwl Constitucional Federal alemán 
(citado par MONTORO CHINER (n. 26), p. 524), y  que se transcribe, como colofbn, al final 
de este trabajo. 

~0 Sobre el tema, véase, entre muchos otros: ARAGON, Manuel, La inichtiva legislativa, 
en: Revista EspaAola de Derecho ConstitucionaI, VI, 16 (1986), pp. 287-312; LUCIFREDI, 
Pier Gimgio, L’inichtiva Zegfshtiva pdamenture (hlilán, Giuffré, 1968), 351 pp.; CUOCOLO, 
Fausto, Inici<rtiva legfsfatiw. en: Enciclopedia del Dirftto (Milán, Giuffré, 1971), XXI, 
pp. 610-647; y  PITRUZZELLA, Glovanni, II coordinamento deUe iniciative k=gishtive dtrpesn 
delgobemo, en: Revista trimestraledidiritto pubblico (Milán, 1988), 4 pp. 821-899. 
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de diez diputados ni por más de cinco senadores”. A renglón seguido, Mala 
materias en las cuales cualquiera de estos titulares tiene iniciativa exclusiva. Así: 

-Sólo en la Camara de Diputados pueden originarse proyectos de ley sobre 
tributos, presupuestos y reclutamiento; 

-Sólo en el Senado pueden originarse proyectos de ley sobre amnistía o 
indultos generales; y 

-Mo el Presidente de la República tiene iniciativa (exclusiva, la llama la 
Constitución), en cuanto a alteración de la divisibn política o administrativa del 
país, o con la administración fmanciera o presupuestaria del país, etc., y todas 
aquellas que seikda la Constitución en su articulo 62 incisos 30 y 40. 

Por último, hay un caso que no sólo es de iniciativa exclusiva del Presidente 
de la República, sino también se le puede calificar de iniciativa obligada: es el 
caso de la Ley de Presupuestos. El articulo 64 de la Constitución senala expre- 
sivamente que “el proyecto de Ley de Presupuestos deberá ser presentado por el 
Presidente de la República al Congreso Nacional, a lo menos con tres meses de 
anterioridad a la fecha en que debe emperar a regir”. Es este un supuesto en que 
la iniciativa constituye un verdadero deber constitucional”. 

b) El proyecto de ley. El objeto de la iniciativa es un proyecto de ley. Este 
es un aspecto más que obvio, precisado, por ejemplo, en los artículos 65 y si- 
guientes Const. (H proyecto...). La Constitución no establece ningún requisito 
que deban cumplir estos proyecto?, pero es natural que tanto en el mensaje 
como en la moción debe tratarse de una proposición de texto, redactado en forma 
articulada. Se acompaflará, además, de las firmas necesarias, en su caso. 

c) Es un deber constitucional. Es importante seflalar que siempre, o casi 
siempre, el papel principal en materia de iniciativa le corresponderá al Presidente 
de la República. Ello, en primer lugar, es así porque es el Ejecutivo el poder del 
Estado que se encuentra en mejores condiciones para formular proyectos de ley 
de calidad; ademas, debe llevar adelante el proyecto político y administrativo que 
se ha comprometido a desarrollar ante el grupo mayoritario de ciudadanos que le 
eligió; y porque la propia Constitución le ha entregado una amplia gama de 
materias en las cuales tiene iniciativa exclusiva (vid. art. 62, incs. 30 y 40 y art. 60 
Nos 10, 13 y 14) como tributos, empleos, remuneraciones, etc. 

En efecto, ante estas materias se configura un verdadero deber constitucional 
a llevar adelante iniciativas legislativas. No obstante, este deber no está regulado co- 
mo en el caso de la Ley de Presupuestos (art. 64 Const.), pero a pesar de presen- 
tarse tan difuso es un deber de quien administra la nación. 

Por otro lado, es natural k concentración de iniciativas sobre tantas materias 
en el Presidente, pues tiene a su cargo la Administración del Estado (artículo 

‘l Este artículo es smGlar. por ejemplo, al art. 134.2 de la Constitución espailola de 

1978. 

‘* Véase supra. Por ejemplo, el art. 88 de la Const. espaikh exige que los pmyectos de 

ley sean “awmpafiados de una expotición de motivos y de los antecedentes necesarios para 
pronunciarse sobre ellos”. En Chile, el art. 21 de la Ley 17.983.- Establece órganos de ro- 
bajo de h Junta de Gobierno y fija normas sobre procedimiento legislativo, transcrito supo, 

contemplaba requisitos (informe técnico, etc.). la Ley NO 18.918.- Orgánica Cimstitucioml 

del Congreso Nacional, en su art. 14, sólo exige unos indefiiidos “fundamentos”, y los ante- 
cedentes sobre posibles gastos. 
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24 Const.), con todos sus órganos mis o menos especializados, un plus de infor- 
mación que no lo posee, ni remotamente, el ParlamentoS. 

d) Existe un derecho a la iniciativa. Por último, debe tenerse presente que 
el titular de la iniciativa (el Presidente o los parlamentarios respectivos, en el nú- 
mero necesario) tiene. desde otro punto de vista, un verdadero derecho a la ti- 
ciativa. En otras palabras, la iniciativa es un derecho que posibilita a quienes son 
titulares de ella no s610 a ejercerlo, sino, ademb, a exigir que el órgano respectivo 
(ia Cámara de origen) se ocupe de su proposici6n y que adopte una decisión de 
aprobación o rechazo sobre ella34. 

e) Publicidad. Si bien no lo dice ni la Constitución ni la ley, una vez presen- 
tado un proyecto de ley, esto es, ejercido el derecho a la iniciativa, y recibido por 
el Parlamento, éste debiera publicarse. Así será conocido no ~610 por el Parlamento, 
sino por toda la ciudadanfa, y, principalmente, por aquellos organismos o perso- 
nas que deseen asesorar externamente al órgano legislativo (o aquellos otros gru- 
pos de presión que deseen influenciarlo), pues de todo este diálogo ciudadano 
puede esperarse una mayor riqueza de antecedentes para la decisión legislativa. 
Es necesario, además, el conocimiento de todos los antecedentes, anteproyectos, 
documentos, informes, que se originen desde la sede administrativa, hasta la com- 
pleta aprobación y publicación de un texto legal. Tales materiales, denominados 
prelegislativos35, son, como se sabe, esenciales para la interpretación del sentido, 
razones, espkitu y finalidades de la ley, según Ruye de los artículos 19 y siguien- 
tes del Código Civil. 

3. Fose consti~~tiuu o central. Es Bsta, obviamente, la fase más importante 
del procedimiento legislativo, pues: es en esta fase donde se produce la fijación 
del contenido de la ley. No obstante, por otro lado, por su carácter eminente- 
mente reglamentario, es la fase que, desde el punto de vista dogmáticoconstitu- 
cional, plantea menos problemas. 

Toda esta tramitación se encuentra regulada fundamentalmente en los 
artículos 65 y siguientes de la Constitución. Debe considerarse, también, lo dis- 
puesto en el articulo 82, en lo pertinente a proyectos de ley. También obviamen- 
te en la Ley No 18.919, Orgánica Constiíuciorul del Congreso Nacional, en cuanto 
establece “todo lo relacionado con la tramitacih interna de la ley”, de acuerdo 
con el mandato contenido en art. 71 in fine Const., y en la Ley No 17997, 
Aprueba la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional. Obtiamen- 
te, por el cticter de este trabajo, sólo mostraremos la línea gruesa de esta tra- 
mitación. 

A) Trates constitucionales. Esta fase central está estructurada en Chile, 
como en muchos países extranjeros, a través de una variante del llamado “dogma 
de las tres lecturas”, que procede del Parlamento británico. 

33 Obviamente, esta deficiencia del Parlamento puede ser suplida, con mayor o menor 
éxito, a través de asesorías internas 0 externas: véase ¡nfrB. 

34 Así ha sido declarado, desde 1952, por el Tribunal Constitucional alemán. Se produ- 
ce, entonces, una situación similar a la que ocurre en un órgano judicial al ejerca alguien su 
derecho a la acciós una vez radicado el asunto, es necesario resolverlo. 

” Véase, sobre el tema, con interés, CODERCH, Pablo Salvador, Los materiales prele- 
gishtivos: entre el culro y  la polémica, en: Anwrio de Derecho Civil. XXXVI, 3 (Madrid, 
19831, pp. 1657-1684. 
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a) Proyecto de dos trámites constitucionales. lo En comisión. En primer 
lugar, el proyecto desde que ha ingresado es sometido al examen de la Comisión 
respectiva, la que deberá informar el proyecto (v&se, en tal sentido, art. 115 
Reglamento Cámara de Diputados y art. 38 Reglamento del Senado). 

20 Discusión general. El proyecto, luego pasa a la dicuaión general. En caso de 
rechazo, el Presidente puede optar por retirar el proyecto para renovarlo despuks 
de un atlo o solicitar que el mensaje pase ala otra Ctiara (art. 65 Con&.). 

30 Discusión particular. En la discusión particular, el proyecto puede ser 
objeto de adiciones o correcciones (véase sobre este tema, también, k~fia), siem- 
pre que tengan relación directa con las ideas matrices o fundamentales. Y, una 
vez aprobado el proyecto en su Ctiara de origen, pasará a la otra para su discu- 
sión (art. 66 Conat.). 

Hasta aquí se ha cumplido el primer trámite constitucionals’, y si, una vez 
discutido por la Cámara revisora (el que constituye el 20 trámite constitucional), 
éste es aprobado, ya tendra fuerza de ley, y podrá pasara la etapa de sanción pre- 
sidencial (art. 69 Const.). Asf, habría tenido este proyecto, de trámite simple, 
~610 dos trámites constitucionales ante el Parlamento. 

b) Proyectos con más de dos trámites constitucionales. Una situaci6n se 
produce cuando la Cámara revisora, en el 20 trámite constitucional, desecha el 
proyecto en su totalidad. En este caso, es considerado por una comisión mtkfa, 

la que proponti ‘la forma y modo de resolver las dificultades” (art. 76 Const.). 
El proyecto de la Comisión tendrá que ser votado en 3er. y 40 trtúnite por las 
respectivas Cámaras. 

En el mismo caso anterior de rechazo total, si no hay acuerdo en la Comi- 
sibn, o la Cámara de origen rechaza la proposición de aquella, el Presidente puede 
pedir a la Cámara que haga uso de su derecho a la insistencia por los dos tercios 
de sus miembros presentes (art. 67 segunda parte Conti.), y en 40 ttimite la 
Chara revisora sólo lo podrá rechazar con igual quorum 

En caso de adiciones o enmiendas, el proyecto vuelve en 3er. trámite a la 
Cámara de origen, para su aprobación o rechazo (art. 68 inc. lo). Si se reprueban 
las adiciones o enmiendas, en 3er. tfimite, se forma una Comisión Mixta. Si no 
hay acuerdo, opera también el mecanismo de la insistencia (art. 68 inc. 20). Asf, 
en este último caso, se podrá dar un quinto trámite constitucional. 

En fi, aprobado el proyecto por las dos Camaras, debe pasar a la siguiente 
etapa del procedimiento legislativo, que se produce ante el Presidente de la Repú- 
blica. 

B) La sancibn o aprobación Legislativa. A partir de la doble aprobación por 
las Cdmaras, el texto de la ley no ha quedado definitivamente fijado, pudiendo ser 
objeto aún de un veto suspenrivo de parte del Presidente de la República, formu- 
lando observaciones (art. 70 Const.). En este caso, el Congreso tendti que reunir 

% Se entiende por ‘trámite constitucbnal” cada una de las etapas que se cumplen en 
una u otra Cámara. Cfr. SILVA BASCUÑAN, Alejandro. Tmtado de Derecho Gmstituciotnl 

(Santiago, Editorial Jurfdica de Chile., 1963) 3, p. 181. 
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dos tercios de sus miembros presentes para insistir en el proyecto, a menos que 
apruebe laa observaciones. En ambos casos (esto es, insistencia o aprobación del 
Parlamento) el proyecto tendrá fuerzo de ley ,(art. 70 inc. 30 Const.), “y se de- 
volverá al Presidente para su promulgación” (art. 70 incs. 30 y 40 Const.). 

Es esta aprobación del Presidente de la República (art. 69 Const.), y que en 
caso negativo se transforma en un veto, lo que llamamos sanción, y que, obvia- 
mente, en nuestro sistema constitucional, no tiene ni el contenido ni la tradición 
histórica de otros sitios3’, paro es perfectamente distinguible, por ejemplo, de 
otros trámites del procedimiento legislativo. 

Asi,.el art. 32 No 1 Con&. dice que es atribucibn del Presidente de la Repúbli- 
ca “‘srmcionurh y promulgarlas (las leyes)“. En el art. 69, por otro lado, habla de 
que “opruebo (el proyecto de ley), (y) dispondrá su promulgación”. En el art. 72 
señala que “se entenderá que lo aprueba (el proyecto de ley) y se promulgará”. 

Es perfectamente posible distinguir la sanción o aprobación de los siguientes 
trámites de esta etapa que podríamos llamar presidencial, como la promulgación 
o publicación, y son distintos y sucesivos. Y, por otro lado, es posible tambih 
llenar de contenido esta figura de la sanción pudiendo definirla como un acto 
de reconocimiento del papel de concurrencia del Presidente de la República en 
la formacibn de las leyes, comportando, además, dentro de si, la facultad de 
veto suspensivo. 

Es por esta raz6n que la fiem de ley ~610 se adquiere por el texto de dos 
formas: 

-A través de la sanción o aprobación por el Presidente del proyecto respec- 
tivo (art. 69 Const.).; 

-0, una vez ejercido el veto por el Presidente, las Charas aprueban las ob- 
servaciones o insisten con mejor quorum (“tendrá fuerza de ley”: art. 70 inc. 
30). Y, en este último caso, como dice la Constitución, la insistencia del Congreso 
tiene preeminencia sobre el veto, y sobre la sanción (que ya no ser9 necesaria, 
pues ya fue ejercido el veto que comporta), y dntonce- tilo queda que el Pre- 
sidente promulgue. Y asi lo dice directamente la Const. (art. 70 inc. 30 y 40): 
se devohení al Presidente paro su promulgación. 

Entonces, ahora es posible decir que el texto de la ley haquedado definiti- 
vamente fijado. 

C) Trhitea ante el Tribunal Constitucional. Debe tenerse presente, aunque 
no se desarrollará aquf, la posibilidad que los proyectos de ley tengan que cum- 
plir algún tramite ante el Tribunal Constitucional, lo que siempre se producir& 
según la Const., “antes de la promulgación”, o “durante la tramitación de los 

37 Por ejemplo de las monarquías, luego devenidas en Estados comtitucimules. Así, 
para Espaila: Cti. RODRIGUEZ ZAPATA, Jorge, Sanción, promulgación y pubhcih de 
las leyes (Madrid, Tecnoa, 1987). PP. 32 Y ss.; SOLOZABAL, Juan José. Lu sanción y promul- 

gwtin de b ley en Ia monorquln potiomentorio (Madrid, Tecaos, 1987), pp. 03 y  SS.; SANTA- 
MARIA PASTOR, Juan Alfonso, Comentario al artlcub 91 de la Constitución, en: Comen- 
tarios a kr Constitución (Madrid, íbitas, 1980), pp. 920 y IS.; SATAOLALLA, Sanción y 

~omt&zció?! de hs leyes, en: Comentarios II los leyes politices (Madrid, Edema, 191X), 7, 
pp. 345 y SS.; y VNER 1 PI-SUNYER, Caries, Sanción, promulgación y orden de publicación. 
en: Chpo de Estudios de Técnica LegislativMXETEL, Curso de thim fegisbth (Madrid, 

Centro de Estudios Gmtltuciomlea, 1989), pp. 103 y  SS. 
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proyectos de ley”, o cuando “no (se) promulgue una ley (o se) promulgue un 
texto diverso del que constitucionalmente corresponda” (art. 82 Nos 1, 2 y 5 
Con&, respectivamente). Además, normalmente, este control de constituciona- 
lidad (del art. 82 No 1) deberá producirse luego de su sanción o aprobación 
presidencial (0, ejercido el veto, luego de la aprobación o insistencia parlamen- 
taria). Lo mismo, las cuestiones sobre constitucionalidad, las que podrrkn produ- 
cirse en cualquier momento del procedimiento, pero nunca después de la pro- 
mulgación. 

D) La nulidad en el procedihniento legislativo. El iter que debe recorrer un 
proyecto de ley contempla ciertas etapas que no pueden faltar, so pena de invali- 
dar todo el procedimiento, por vicio formal (y no de fondo). No es posible entrar 
aquf a analizar este importante tema, de varias aristas, de los vicios del procedi- 
miento legislativo, que tiene amplios desarrollos en derecho comparado”. 3610 
interesa destacar la importancia que, entre nosotros, ha adquirido el tema a partir 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de diciembre de 199039, que, 
aplicando los artículos 60 y 70 de la Constitución, y la institución de la nulidad 
de derecho público o constitucional que de ahí surge, declaró inconstitucional, 
por vicios de forma, sin fijarse siquiera en el fondo, un proyecto de ley que, en 
su aprobación, no había respetado la ritualidad del procedimiento legislativo ins- 
taurada en la Constitución. 

4. Fase integradora de la eficacia o conclusiva: la promulgación y la publi- 
cación de la ley. a) Normativa. Esta terminología y distincibn entre promulga- 
ción y publicación surge, actualmente, de la propia Constitución. Así, según el 
art. 32 No 1 Const., es atribución del Presidente de la República “concurrr? a 
Za fomacih de las leyes con arreglo a la Constitución, sancionarlar y promul- 
garzas’: 

Por otro lado, el art. 69 Const. sefiala que “aprobado un proyecto por am- 
bas Gimaras será remitido al Presidente de la República, quien, si tambih lo 
aprueba, dispondrá su promulgación como ley”. 

Para el caso que el proyecto vuelva a fas Cámaras, por virtud del veto suspen- 
sivo, junto con insistir, según el art. 70 inc. 30 y 40 Const., “se devolverá al Presi- 
dente para su promulgación”. Para el caso en que el Presidente no apruebe 
expresamente, según el art. 72 inc. lo Const., se entenderá que lo aprueba y se 
promulgará como ley. En fin, los inc. 20 y 30 de este art. 72, señalan: 

La promulgación deberá hacerse siempre dentro del plazo de diez días, con- 
tados desde que elLa sea procedente. 

sa Sobre k materia, véase, en derecho comparado: BIGLINO CAMPOS, Paloma. Los 
vicios en el procedimiento legishrivo, en: Revista Espaflola de Derecho Constitucional, aRo 8, 
NQ 24 (1988), pp. 211.228; MODUGNO, L. Legge (Visi della), en: Enciclopedia del DMtto, 

(Milán, Giuffré, 1973), 23, p. 1003;TERNEYRE, Phylippe. Lo procédwe Iégislntiveordinaire 
dans h jwisprudence du Conseil Constitutionnel. en: Revue du droit public, 3 (1985), pp. 
691-749, en donde el autor intenta el desarrollo dogmático de una teoría geneal de los vicios 

de procedimiento legislativo. 

” Véase el texto de esta importante sentencia en: Revista Chilena de Derecho. VOL 17 

(1990), pp. 557-569. 
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La publicacibn se hará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en 
que quede totalmente tramitado el decreto promulgatorio40. 

Por otro lado, no se puede olvidar lo que establece, desde 1949, el art. 70 inc. 
lo y 20 del Código Civil: 

La publicación de la ley se hará mediante su inserción en el Dhio Oficial, y 
desde Ia fecha de éste se entended conocida de todos y será obligatoria. 

Para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de su publicación en 
el Diario Oficial. 

b) Necesidad. Como se ha dicho, luego de la aprobacibn de la ley por el 
Congreso y por el Presidente, en su caso, el texto de la ley queda definitivamente 
fijado. Entonces, ya no puede ser objeto de alteración alguna. La ley es, en teorla, 
jurfdicamente perfecta4’, o en otras palabras, como se encarga de decirlo la propia 
ConstituciBn (art. 70 tic. 3o), el proyecto ya tiene fuerza de ley. Pero para que la 
ley tenga plena validez y fuerza de obligar, son necesarias la promulgación y publi- 
cación. 

Ratifica este hecho el mismo texto constitucional, sobre todo en el articulo 
82, al referirse al control de constitucionalidad del Tribunal Constitucional, pues 
se cuida, siempre, de que tales controles sean realizados antes de la promulgación, 
por dos razones, que ratifican lo dicho: (1) porque ya está completamente fijado 
su texto, y la revisión de la constitucionalidad será completa; y (2) porque aún la 
ley no tiene plena validez y vigencia, la que ~610 la adquirir& cuando, en su caso, 
no haya cuestiones ni reclamos de constitucionalidad que resolver, y, además, se 
haya promulgado y publicado4*. 

Entonces, tanto la promulgación como la publicacibn, en Chile, constituyen 
importantes institutos de la fase conclusiva o integradora de la eficacia de la ley, 
los que tienen un contenido especifico y perfectamente deftible (lo que haremos 
infla), a pesar de la crítica a la que están sometidos por la doctrina moderna, es- 
pecialmente la promulgacibn. No pudiendo entrar al análisis pormenorizado de 
estas materias, ofrecemos un brevfsimo desarrollo dogmático. 

c) F’mmulgaci6n”.. Desde una perspectiva de política legislativa, según 
algunos, existen argumentos más que suficientes para afiiar que la promulgación 

@J Estos artículos provienen de la Const. de 1925. Así, en el ti. 32 NO 1, transcrito, es 
idéntico al que contemplaba el ti. 72 N’-’ 1 de la Corut. de 1925. Elartículo 69 de la Const. 

de 1980 es idéntico al art. 52 de la Const. de 1925. En fin, losinci.ws 20 y 30del art. 72 de 
la Const. de 1980, transcritos son idénticos a los incisos 20 y 30 del art. 55 de la Con& de 

1925. El inc. 3“ fue agregado por la Reforma Constitucional de 1970. 

41 Cfr. SANTAhíARIA,Apunres (n. 12), p. 445. 

42 Y es tan importante para el constituyente que se cumplan estos trámites que, en la 
hipótesis del art. 82 No 5 Const. (cuando el Residente no promulgue una ley o promulgue 
un texto diverso), dispone que tal trámite lo lleve a efecto el propio Tribunal Constitucional 

en su fallo (art. 82 inc. 110). Luego de lo cual, además, ordenará su publicación (art. 48 
inc. 30 Ley 17.997.- Ley Orgánico Cimtimcioml del TribumI Comritucàonal). 

43 Sobre el tema, véase: RODRIGUE2 ZAPATA (n. 37); SOLOZABAL (II. 37); RO- 

SENDE SUEUABFCE. Hugo, Lu promulgación y la publicación de la ley (Santiago, Editotial 



232 REVISTA CHILENA DE DERECHO [ Vol. 18 

sería, hoy, un acto perfectamente ocioso que podría y, en rigor, deberia ser 
sustituido por la simple orden de pubhcacibn*. Se agrega que, en cuanto a su 
configuración dogmática, la promulgación ha sido a travds de la historia una figura 
evanescente, un instituto falto de unas características propias y especificas bien 
delimitadas. Se critican sus rasgos actuales. Se dice que la promulgación no tiene 
ningún carácter sancionador de las leyes. No las perfecciona, ni les da ejecutividad. 
Tampoco es un medio para dar publicidad a las leyes. Y, por último, no debe 
confundirse con la orden de publicación. Así, se dice, la promulgación es un 
simple requisito formal de la publicacibn de las leyes, un acto sin contenido 
sustantivo propio”. 

En algunas legislaciones extranjeras la fecha de las leyes es la fecha de su 
promulgación. 

d) La publicachh“. La publicación oficial de las leyes y demás normas gene- 
rales, o de publicidad oficial, es una tarea que le corresponde a la Administración. 
Es, en teoría administrativa, una potestad administrativa. Una consecuencia de 
esto es que la publicación del Diario Oficial, como tal, no se encuentra en el co- 
mercio inter-ptiuutos, sino que se encuentra en lo que se ha denominado comer- 
cio juridico-público, pues depende de las reglas por las que se rige la Administra- 
cibn. 

Una demostración de esto la ofrece la propia legislación chilena, quien, desde 
el afIo 1927 @FL No 7.912, Decreto que organiza las Secretarías del Estudo), ha 
puesto en la esfera de atribuciones del Ministerio del Interior tal cometido, suben- 
tendiendo que es tarea de la Administración, especificamente del Presidente de 
la Repbblica, llevar adelante tal cometido. 

Aún más, este criterio se encuentra ratificado en la actual ConstituciBn de 
1980, al seflalar expresamente, como hemos repetido varias veces, que la función 
de publicar las leyes le corresponde al Presidente de la República. Por lo tanto, el 
Presidente de la República podrá elegir privativamente cbmo cumplir este cometi- 
do administrativo: 4 a través de un organismo público, o a traves de un organismo 
privado, otorgtidole tal concesión previo el cumplimiento de los requisitos 
legales para ello. 

A nuestro juicio, existe a este respecto una verdadera reserva reglamentaria. 
En efecto, a partir de la Constitución de 1980, como es sabido, la reserva legal, 
esto es, las materias que pueden ser objeto de ley, está expresamente seflalada en 
la Constitución. Así, el art. 60 señala que ‘sólo son materias de ley” aquellas 
que indican sus 20 numerandos, a las que hay que agregar las indicadas en el art. 

Jurídica de Cbile, 1941), pp. 17 y SS., y el estudio de: CORRAL TALCM, Hernán Felipe, 
De la igmmmcla de la ley. El principio de su inexcusobilidad (Santiago, JMtorial Jurídica de 

CMe, 1987), pp. 276 y 65. 

44 VIVER 1 PI-SUNYER. Lo pfvmulgackh y los fech de las leyes, en GRETEL. La 

formu de los leyes (n. 16), pp. 93 y ss. Ver, además, del mismo autor. Sanctin (n. 37). p. 109. 

” VIVER 1 PI-SUNYER, Lo promu2gación y hn fechas de krs leyes (n. 44), p, 98. 

46 Sobre el tema, véase: RODRIGUEZ ZAPATA (n. 37) y CODERCH, Pablo salva- 
dor, Lo publimcicín de hs leyes, en GRETEL, Lrr forrm de los leyes (n. 16), pp. 259 y SS.; 
el mismo, Lo publichón de los leyes, en: GRETEL, Cvsos (n, 37), pp. 201 y SS.; y, en Chile, 

ROSENDE (n. 43), pp. 142 y SS. 
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62, y en todos aquellos artículos de la Constitución que mencionan diferentes 
mandatos al legislador. Por lo tanto, rige lo que se ha llamado “legislación resi- 
dual”. 

Por otro lado, el artículo 32 No 8 Mala expresamente que es atribución es- 
pecial del Presidente de la República “‘ejercer la potestad reglamentaria en todas 

aquelh materins que no sean propiar de dominio legal’: Entonces, si se conjuga 
esta disposición con lo senalado en el artículo 72 inc. 30 de la Constitución (que 
encarga al Presidente de la República la publicación de las leyes), es posible con- 
cluir que al Presidente de la República le cabe determinar la forma en que cum- 
plira la obligacibn constitucional de publicar la ley y dictar todas las normas que 
al respecto estime del caso. En virtud de lo cual, de acuerdo a la Constitución, 
este aspecto está entregado a la facultad reglamentaria del Presidente de la Repú- 
blica, y, en definitiva, será el Jefe del Estado el que decidirá las entidades, pú- 
blicas o no, que llevarán a cabo la edición y publicación del Diario Oficial. 

En fm, a nuestro juicio, sin necesidad (ni valida posibilidad) de dictarse ley 
alguna, el Presidente puede regular todo lo atinente al Diario Oficial, encargar su 
publicación, edición, distribucSn, etc. 

e) Valor de la publicación. Sobre el valor de la publicación, existen dos doc- 
trinas: (1) La publicación como requisito constitutivo de la ley. Según esta teoría, 
una ley no publicada es jurídicamente inexistente como regla de conducta, pues 
carece de uno de sus requisitos. No son leyes. Son su perversión. (2) La publica- 
ción como requisito de eficacia*7. 

En todo caso, sea como fuere, la ley no publicada carece de todos y cada uno 
de los efectos que le son propio?‘. 

En cuanto al medio de publicación, las leyes se publican en el Diario Oficial, 
por exigencia legal (art. 7 CC). Nótese que hoy no existe en la Ley No 18.918, 
Orghica Constitucional del Congreso Nacional, un texto del tenor del antiguo 
art. 36 de la Ley 17.983, de 1981, citada, que fijab, normas sobre procedimiento 
legislativo ante la Junta de Gobierno, y que, como se sabe, rigió basta el 10 de 
marzo de 1990. No tiene esta exigencia carácter constitucional. Pero como la 
Constitución habla de “publicación” (art. 72 inciso 30) el modo tradicional y 
habitual de hacerlo es en el Diario Oficial, por lo que podrfa decirse que esta 
forma de publicar constituye un punto de no retorno en la seguridad jurídica, 
como se ha planteado para otros ordenamientos jurídico?‘. 

Es necesario postular, en este sentido, una amplia vauztio legis, siendo criti- 
cable la práctica de las leyes que entran en vigor el mismo dfa de su publicación. 
Las razones: primero, la exigencia de pubLicaci6n no es una ficci6n ni puede 
vaciarse simplemente de contenido, pues, en segundo lugar, publicación de una 
ley no es una mera impresión de la misma en los talleres del Diario Oficial. Antes 
bien, es algo que supone un plus: la edición y distribución del Diario Oficial de 

4’ Debate Qte, al que -obviamente- no podemos entrar aquí, sino sólo mencionar. 
Mayores antecedentes, ver en: ROSENDE (n. 43), pp. 163 y  SS.; y  OXRAL TALCIANI 
(IL 43). pp. 279 y SS.. quien sellala, expresivamente, que mediante la publicación, “el legisla- 
dor habla al pueblo”. 

48 Cfr. CODERCH, Lu publicación (n. 44). p. 265. 

” Cfr. CODERCH, La publicación (n. 44), p. 266. 
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forma tal que se pueda tomar objetivamente conocimiento de su contenido”“. Por 
lo tanto, debe evitarse la entrada inmediata en vigor de las leyes (con excepciones 
de aquellas que no sean puramente organizativas o habilitantes, por ejemplo). 

Finalmente: los errores. Por cierto, ellos son inevitables, y lo importante es 
disponer de regulación adecuada para su corrección. Deben establecerse controles 
previos y posteriores a su publicación. 

f) praxis del texto de la ley. Con breves ejemplos (tomados del Diwio Ofictir), 
veremos cómo se ha llevado y cómo se lleva a la prktica esta (tradición y esta) 
obligación constitucional del Presidente de la República de promulgar y publicar 
las leyes. 

Así, la Ley sobre el efecto retroactivo de las leyes, de 7 de octubre de 1861, 
fue promulgada (y publicada), así: 

Por cuanto el Ongreso Nacional ha acordado el siguiente: 

PROYECTO DE LEY: 

Artículo lo 
Y por cuanto, oído el Consejo de Estado, he tenido a bien aprobarlo y san- 
cionarlo; por tanto, mando se promulgue y lleve a efecto en todas sus partes 
como ley de Ia República”. 

Fórmula similar se usó durante la vigencia de la Constitución de 1925, produ- 
ciéndose, sin embargo, algunas variaciones en sus últimos alios. Obsérvese en estos 
dos ejemplos: 

Ley ND 6.977, Dispone que la sewidumbre de alcnntarilIado en predios urba- 
nos ~610 puede adquin’rse por medio de escn’tura priblica inscn’ta en el conser- 
vador de bienes raíces. 

*’ Cfr. CODERCH, Lu publicación (II. 44), p. 273. Cfr. esta misma idea de la necesidad 
de k distribución pública del Diario Wiciar, extraída de los canonistas. en CORRAL TAL- 

CIAN1 (n. 43). p. 280. 

‘l Sólo algunas observaciones: esta promulgación y publicación m produjo durante la 
vigencia de la Const. de 1833, que en su art. 43 de&: 

“Aprobado un proyecto de lei por ombns Címams, será remitido al Presidente de kr 
RepLbliq quien, si también lo oprt¿ehn, dispondrá su ~omulgación como lei. ” 

Entonces, queda constancia en el texto de la ley transcrita, de la aprobación por ambas 

Cámaras: “el C!ongre.w Nacional ha acordado”; de la aprobación o sanción por el Residente: 

“he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo” (en forma incorrecta, se diferenck aprobación 
“y” sanción, cuando es lo mismo) y de su promulgación (a pesar que se dice en forma impro- 

pia “mando se promulgue”, cuando, pxcisamente, a través de tal fknula, se está promul- 

gando, por lo demás, obligatoriamente, según la Constitución, que dice: “dispondrá su pro- 
mulgación”). En tal época aún no se habla expxsxwnte de la publicación. ni por Ia Const., 

ni por el caigo Civil vigente. 
Antes. desde 1824, existió la ley de 18 de marzo de ese aiío (“Forma según la cual han 

de proponerse y sancionarse los proyectos de ley”), que establecía un texto diferente para 
la promulgación, en su artículo 12. Véase su texto en: ANGUITA, Leyes ptomulgados en 

Chile (Santiago, 1912), 1, p. 148. Nótese que esta conocida recopilación, como los textos 
antiguos, se refieren a leyes “promulgddas”, y no “publicadas”. 



19911 VERGARA: TECNICA LEGISLATIVA 235 

Por cuanto el Congreso Nacional ha dado su aprobación al siguiente: 

PROYECTO DE LEY: 

Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto, pronall- 
guese y llévese a efecto como ley de la República. 

Ley IV 16.665, Reconstitución de inscripciones en registro de conservadores 
de bienes raíces. Deroga Ley ND 15.567. 
Por cuanto el Congreso Nacional ha dado su aprobación al siguiente: 

PROYECTO DE LEY: 

Y por nurnto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto publíquese 
y Revese a efecto como ley de la Reptiblica. 

La evolucion que se ha producido en estos decretos promulgatorios desde 
aquellos antiguos en que se decía promklguese y los más nuevos en que se decía 
publiquese, no deja de tener importancia, como se ver& Por de pronto, es más 
correcto decir “publíquese”, pues parece un contrasentido que el propio decreto 
que está promulgando la ley (y, por lo tanto, cumpliendo tal deber conatitucio- 
nal) exija que se cumpla tal tramite. 

Ahora último (a partir de la Constitución de 1980) la praxis se ha ordenado 
en torno a los siguientes tipos de textos (según la época y el procedimiento legis- 
lativo exigido), que copiamos: 

Ley No I7.983, Establece órganos de trabajo de la Junta de Gobierno y fija 
normas sobre procedimiento legislativo. 
Hoy se decretó lo que sigue: 
La Junta de Gobierno de la República de Chile ha &do su aprobacion al 
siguien te: 

PROYECTO DE LEY: 

Por cuanto he tem’do a bien aprobar la precedente ley, la sanciono y la firmo 
en señal de promulgación. Llevese a efecto como ley de In República. 
Regístrese en la Contraloria General de kr República, publíquese en el Diario 
Oficial e insértese en Ia Recopilación Ofìcial de dicha Gmtraioria. 
Santiago, veinte de noviembre de mil novecientos ochenta y uno”. 

” Varias observaciones: nótese cómo se publica integro el decreto promulgatorio, indi- 
cándose incluso “hoy se decretó ._.“, Primero dice: he tenido B bien “‘aprobar” k ley prece- 
dente, y, luego, dice: “la sanciono”, i acaso no es lo mismo aprobar y  sancionar? Por otm la- 
do, dice que la firma “en señal de promulgación”, lo que es incorrecto (aunque así lo diga el 
art. 36 de esta misma Ley 17.983, pus la promulgación no se hace por medio de UIX mera 
firma, sino a través de La dictación del decreto promulgatorio respectivo. 

Si bien es correcto señalar que debe registrarse en la Contratoría (véase, además, art. 88 
inc. 3O Co&., que se refiere al decreto promulgatorio de una ley), no parece tan adecuado. 
a nuestro juicio, disponer la publicactin del decreto promulgatorio y  de la ley, al mismo 
tiempo. La Const. en ninguna parte dice que se deba publicar el decreto promulgatorio. Lo 
que debe publicarse es la ley aprobada, y  no es necesario la publicación del decreto promul- 
gatorio. Por lo tanto, PS perfectamente posible ahorrarse tanto texto en Ia publicación, o, por 
último, separar el texto de la ley del texto del decreto que lo promulga. 
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Posteriormente, en las leyes ordinarias se adopta el mismo texto transcrito, 
pero con una pequefia diferencia: ya no aparece el texto inicial que indicaba “hoy 
se decreto lo que sigue”, diciendo derechamente “La Junta de Gobierno de la 
República de Chile ha dado su aprobación...“. 

En las leyes organicas constitucionales se adopta la siguiente práctica de texto 
promulgatorio: 

Ley No 18.575. Aprueba la ¿ey orgánica constitucional de Rases Generales de 
.kz Administracion del Estado. 
La Junta de Gobierno de b Repúbiica de Chile ha dado su aprobación al si- 
guiente: 

PROYECTO DE LEY: 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Habiéndose dodo cumplimiento a lo dispuesto en el No 1 del artículo 82 de la 
Constitución Política de IB República. y por cuanto he tenido a bien aprobar 
b precedente ley, la sanciono y b firmo en sena1 de publicación. Llévese a 
efecto como ley de la República. 
Regístrese en la Contraloria Geneml de la República, publíquese en el Diario 
Oficial e insértese en la Recopilacion Oficial de dicha Gmtraloria 
Santiago, doce de noviembre de mil novecientos ochenta y seis? 

Una ley común, aprobada por el Congreso en 1990, fue promulgada y publi- 
cada del siguiente modo: 

Ley No 19.010, Establece nortes sobre termkcion del contrato de trabajo 
y estabilidad en el empleo. 
Teniendo presente que el H. Congreso Nacional ha dado su aprobación al 
siguien te: 

PROYE(JT0 DE LEY: 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .._......___.._......._..... 

Y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto, promulgue- 
se y llévese a efecto como Ley de la República. 
Smttiago, noviembre 23 de 1990 (...). 

Una observación final y general a toda esta práctica. Siempre en el texto 
publicado se incluye una rara mezcla de “decreto promulgatorio-proyecto de ley- 
ley”. $erá necesario? Recordemos que la Constitucion dice que una vez aprobado 
el proyecto se debe promulgar “corno ley” (arts. 69 y 72). Por tanto, el texto de- 
finitivamente aprobado debe promulgarse y publicarse como ley, esto es, con 
forma de ley. 

Lo que normalmente se publica no tiene, estrictamente, forma de ley. Se 
parte diciendo que se trata de un “proyecto de ley” aprobado por el Congreso 

53 Cfr. la Ley NO 18.834.-Aprueba Estatuto Administrativo, que es, en este sentido, 
un hl%rido, pues, en el lugar pertinente, invoca el No 1 del artículo 32 de la Canst.: jerror? La 
modificación de esta ley (Ley NO 18.842.- Age@ artfculo finaI II la Ley No 18.831) no in- 
voca artículo &uno de la Comt. y vuehw al texto usual en toda ley ordinaria. 
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y por el Presidente. Luego dice cosas obvias e innecesarias: que se ha aprobado y 
que se firma (pues esta a la vista). Se incluye en la publicación tal trimite del 
registro que no corresponde a la ley, sino al decreto promulgatorio, y en fin, 
la orden de publicar se refiere tambikn al decreto, cuando lo único que exige 
publicar la Constituci6n es el texto aprobado, tidosele forma de ley, para que 
quede plasmado “‘como ley”. 

Creemos que sería bastante más simple, y adecuado al mandato constitu- 
cional, que el decreto quedara registrado en la Contraloría nada mk (pues no se 
exige su publicación), y que el texto se publicara coma ley, así, por ejemplo 
(tomando los últimos casos): 

Ley N” 18.575, OrgánicB Constitucional sobre Bases Generales de la Admi- 
nistración del Estado. 
Articulo lo..., etc. 
Ley N” 19.010, Establece nomus sobre terminación del contrato de trabajo 
y estabilidad en el empleo. 
Artículo lo ._., etc. 

Incluso, si se quiere, a renglón seguido, después del texto completo de la 
ley, y con carkter meramente informativo, podrfa publicarse el texto del decreto 
promulgatorio, debiendo dejarse constancia de las fechas de aprobacibn del pro- 
yecto (para verificar el cumplimiento del plazo que sef~ala el art. 72 inc. 20) y 
de la fecha del decreto promulgatorio (verificando tambihn el plazo del art. 72 
inc. 30). 

Aunque, reconocemos, de principio, que buena o mala que sea nuestra pro- 
posición, choca con el peso más que centenario de la tradicibn. 

g) Sobre el Diario Oficial. Los antecedentes normativos del Diario Oficial, 
cronológicamente, son los siguientes: 

lo) El decreto de 15 de noviembre de 1876, sobre Imprenta Nacionaly Dia- 
rio Ofii<rZ. Este decreto reorganiza la Imprenta Nacional y le encarga la dirección 
de la publicación del Diario OJ?ciaZ, reglamentando sus secciones-. 

s4 El art. lo No 50 de este decreto le entregaba la siguiente atribución a la Imprenta 
Nacional: 

Dirijir la publiax-ih del Diario Ofictil, cutindo de publiw en secciones distintas: pri- 
mío, el movimiento diario de todas las secretarías de Estado. recibiendo de los oficiales 
mayores respectivos las coph i miwtas que &os determinen; segundo, hs senrencias 
de los tribunales supehrez de justich i demós actos de este ramo que se le enveguen por 
el Mbdsmb de Justicia; rercem. las sesiones porbmentar~s que le seon entregadas por 
bs redoctwes en jefe de ca& Gínwm. debiendo publicarse nldia siguiente de h entrego; 
cuvto, las noticias de pmvincti i del estranjero que M considere de importancia; quinio. 
bs editorides que él redacte cimndo sea necerorio trotar por b p~enm un asunto pirblicu 
en el sentido de hs opiniones del Gobierno; i sesto. hgacerilhs, bsavisos i recbmos de 
los porticukares. cuya seccibn se?á extraofictil, i se publicani bajo la responsabilidad 
esclusiva del director, correspomiI&ndole a él LTS urilidades que dejen bs publicaciones 
de pwticubìes: 

Obtimmte esta norma, no derogada expresamente ni reemplazada por otra hasta hoy, 
ha caído cm desuso, pues la prSct¡ca hoy vigente es muy distinta. 
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2O) El decreto de 26 de febrero de 1877, sobre Leyes, Decretos y demás 
resoluciones del Gobierno publicadas en el Diario Oficial, en virtud del cual se 
establece que “LIS leyes, los decretos y demás resoluciones del Gobierno que se 
publiquen en el Dinrio Oficial de la Repziblica de Cbik, se tendrán como a&n- 
ticas y oficiabnente comunicadas, para que obliguen a lar personas y corporacio- 
nes a quienes correspondan’~ 

30) El decreto con fuerza de Ley N” 7.912, de 1927, Decreto que organiza 
las Secretarías del Estado, que en su artículo 30 letra d) pone dentro de la esfera 
de las atribuciones del Ministerio del Interior todo lo relativo al Diario Oficjial. 

40) El decreto con fuerza de Ley N” 79, de 2 de abril de 1931ss, que dispuso 
en su artículo 30 que ‘a partir del 6 del presente mes, la empresa periodística 
“La Nación” tommri a su cmgo la Imprenta Nacional y hará la publicación del 
Diatio Ofcial, de acuerdo con las condiciones que se ftiarán en un regkzmento”. 
Tal reglamento nunca fue dictado. 

50) La Ley No 9.400, de 1949, que reemplazó los artículos 60 y 70 del 
Código Civil. Según el texto así modificado y actualmente vigente de tales dispo- 
siciones, la ley no obliga, sino una vez publicada, .&alando que su publicación ha 
de hacerse mediante su inserción en el Diario Oficial, indicando, además, que la 
fecha de la ley es la de su publicación en el Diario Oficial. 

60) La Constitución, que, en su artículo 72, fmal de su parágrafo relativo a la 
“formaci6n de las leyes”, le otorga rango constitucional a la publicación de las 
leyes, culminando asf las atribuciones y deberes que, según el art. 32 No 1 de 
la Constitución, se le encomiendan al Presidente de la República en lo que dice 
relación a la formación de las leyes. 

h) Recomendaciones. Brevemente, y basados en algunas experiencias extran- 
jerass que bien podrían acomodarse a Chile, seflalam~s~‘: 

ss El título de este DFL es muy expresivo: “Dispone que la Empresa Periodística. “La 

Nación” tomará a su cargo la Imprenta Nacional, y declara caducado el contrato de cancesión 
del Diario Oficial”. Este DFL fue derogado en 1932 por el ti. lo del Decreto Ley N” 111, de 
tal afta. Véase, además, el DFL No 241, de 1931, pee organiza y regtsmenta la Empresa Perio- 
dística “La Nación”, especialmente su art. 3O; los D.L. No 31 y 32, de 1932; y el sefialado 
D.L. No 111, de 1932, especialmente su art. 20. Actualmente el Diario Oficial está a cargo 
(en cuanto a publicación) de la Empresa Periodística “ta Nación” (constituida por escritura 

pública del aíío 1934), y a su respecto no existe más normativa que la seíialada. 

56 Véase, por todos, en un tema no explorado entre nosotros: RODRIGUE2 ZAPATA 
(n, 37), pp. 170.177; FERRARI, Giuseppe, Bolletino Ufficciole. en:Enciclopedin del Diritto 
(Milán, Giuffré, 1959), V, pp. 496-500; D’ATENA, Antonio, Lu c.d. ‘doppio pubblicurione” 
delle Ie&, en Gitnisp~denzo Cbnstitucionuk, XXV (1980). B-10, 1, pp. 1291-1308; STRA- 

NO, Manlio, La nuow disciplina del& pubblicazione delle leggi e degli atti normativi nelh 
raccolta e nelh~ Gassetta CJfficiak, en: Rivista Trimestrale di diritro pubblico.(198S), 1, 
pp. 171-184; y LUEQ, Ernesto, Novitá nelkz tecnica normativo derivanti dalla disciplitu 
dello “Gassetta Uffichle”, en: IlForo Italiano (1985), V, c. pp. 261.265. 

Un antecedente histórico-jurídica RICO LINAGE, Raquel, k’ublicoción y  publicidad 
de la ley en el Siglo XVIII. Lu Gaceta de Madrid y  elMercurio histórico-político, en: Ant&vi~ 
de Historin delDere& Esp~Aol(1987), pp. 265-338. 
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lo) Laa leyes debieran publicarse a dos columnaa, con líneas de más de cin- 
cuenta caracteres. Se recomienda, en ate sentido, seguir los diarios oficiales de 
Francia, Italia, Alemania y EsparIa. 

20) Debe tener buenos fndices: numérico (de leyes y decretos); por Minis- 
terios; cronol6gico; temático u otros, mensuales, anuales, etc. En el Diario Oficial 
solo existen índices por Ministerios, y mensuales, de poca utilidad, y publicados 
con retraso e irreguLaridad. 

30) Podrfa cambiarse el formato del periodico a uno más pequeho (como 
en toda Europa); es m&s manejable, permite un fotocopiado fácil; su archivosa, su 
consulta, etc. 

40) Podrlan separarse las disposiciones generales (leyes y decretos) de otras 
informaciones. De este modo el lector -cansado lector- puede desechar las infor- 
maciones y empastar (archivar) las disposiciones y desechar el resto. Cuando hay 
sentencias del Tribunal Constitucional se debiera hacer cuaderno aparte. 

Creo que se imponen soluciones en este sentido. 

SEGUNDA PARTE: 

TECNICA LEGISLATIVA 

1. INTRODUCCION 

a) La técnica Zegishziiva (TL) se aplica dentro del procedimiento legislativo 
con el objeto de mejorar la elaboración de los textos legales, en sentido propio: 
en otras palabras, se preocupa del rexfo que expresa la decisión legislativa. De 
este modo el objeto de la TL no mira la ley como producto intangible, sino la 
legislacjbn como actividad, y se enmarca dentro de las “ciencias o doctrinas de la 
legislación” (Gesetzgebungslehre), de amplio desarrollo en la República Federal 
de Alemania, Austria, Suiza y recientemente en Italia y Espatla. 

Este fen6meno, partiendo desde los estudios científicos, ha pasado a contri- 
buir al desarrollo de “Directrices de TL”, que han establecido los 6rganos legisla- 

En fin, hay dos interesantísimos antecedentes legú!ativos muy recientes: (a) de Españs: 
Real Decreto 6 junio 1986, núm. 1511/86, “Boletín Oficidl del Estado. Ordenación”. (Cfr. 

Aronzodi, 1986, N” 2400, p. 4.701); y (b) de Italia: Ley ll diciembre 1984, n. 839. “Norme 
sulla raccolta ufficiale degli atti “omutivi deUa Repubblica italiana e sulla Gazzetta Ufficiale 

della Repubblica italkna”. 

” Se sefialan algunas, muy formales, pues es un tema lugo, al que no podemos dedicarle, 

ahora, sino sólo unas pocas lineas. 

58 Hay aquí, también, invohuxado un problema de archivo. Hoy en día muchos archivos 
de oficinas públicas y privadas guardan cientos y miles de hojas inútiles de Informaciones no 

generales del Diario OflcBl. En archivos de oficinas administrativas y despachos de aplicado- 

res del derecho (abogados, contadores, asesorías, etc.), actualmente el Diario Oficial constit”- 
ye, luego de empastado (cuando no rre desecha sbnplanente por su incomodidad), mamo- 

treto difícil de archivar, guardar y consultar. 
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tivos de aquellos países (Parlamentos), las que adoptan el carácter de wdcmecum 
o reglamento organizativo. El objeto de estas directrices es la confguracibn formal 
de los (borradores de) proyectos de ley o “anteproyectos”, como se les denomina 
en Chile en sede administrativa (y de otras disposiciones normativas). Son, así, 
recomendaciones de carácter tkxico y de carkter fomd y conceptual No pres- 
criben nada acerca del contenido de las normas a elaborar según ellas, sino que lo 
hacen sobre suforma,nombre,sistemática,estructura,construcci6nconceptual,etc. 

b) Se puede concluir que, en su vertiente formal, estas Directrices han dado 
un buen resultado: defectos de nota en la configuraci6n formal de alguna ley, de 
alguna parte o cláusula de la misma que de cuando en cuando aparecían hace 
quince o veinte ahos, modos de expresión sin normalizar, referencias incorrectas o 
incompletas, desajustes sistematicos, etc., son ahora insólitos Las Directrices han 
contribuido decisivamente a la normalización del lenguaje y estructura de las 
leyes”. 

c) En chile es posible propugnar el estudio y posterior establecimiento de 
Directrices sobre tbcnica legislativa. Sobre el tema, nada concreto dice la Consti- 
tución, ni la Ley No 18.918, Orghica Constitucional del Congreso Nacional. 
Breves menciones, paro que no tuvieron un desarrollo posterior (ni una pmc- 
tica acorde), existían en la Ley No 17.983, Establece órganos de trabajo de In 
Junta de Gobierno y fija nomms sobre procedimientos legislativos, y en el Regkr- 
menta para h tramitación de krs leyes, de 1981. 

Y todo ello, a pesar que en el artículo 24.l.b), de tal Ley N” 17.983, se 
establece que en el informe de la Secretaría de Legislación, dentro del procedi- 
miento legislativo, se deben formular “...sugerencias para perfeccionar el pm- 
yecto desde el punto de vista fo&, con el fin de ajustarfo a una adecua& téc- 
nica kgidat~a... ‘: 

No obstante el acierto del legislador al introducir el concepto (por cierto 
una novedad en los textos legislativos) de “tbcnica legislativa”, al parecer ello 
ha quedado en la letra de la ley, y sin el desarrollo necesario, a travbs de un cuer- 
po sistemático, como lo son las “Directrices” a que se ha aludido supra. 

d) En virtud de lo senalado, es posible pensar en la conveniencia de estu- 
diar el desarrollo de una “Directriz.” sobre TL; y luego de estudiado su conteni- 
do, dirimir acerca de su calidad normativa (que incluso puede ser no legal, ni 
reglamentaria, de acuerdo a la práctica en uso en Europa). 

Una Directriz de TL, sustancialmente, puede efectuar recomendaciones sobre 
los siguientes géneros: 

1. El título de las leyes; 
II. Preámbulo (si es que lo hay) y “disposiciones directivas”; 

III. La promulgación y la fecha de las leyes; 
Iv. La división de las leyes; 
V. La parte fmal de las leyes; 

VI. Las leyes modificativas; 
VII. Las remisiones; 
VIII. Reglas de citas; 

IX. La publicación de las leyes, etc. 

59 Sihmción que no se puede predicar de.1 panorama legislativo chlleno, como preten- 

demos comprobar, B través de los ejemplos que. se muestran a lo lugo de este trabajo. 
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En el presente trabajo desarrollaremos algunos de ellos. 
e) En fin, debe tenerse presente que no es la tecnica legislativa un tema que 

haya llamado suficientemente la atenci6n de los juristas chilenos. Esta carencia 
de interés doctrinal no es repetible para ciertos países del concierto europeo, 
donde existen excelentes obra?‘. Al mismo tiempo, parece adecuado propiciw 
cursos’i especiales sobre tales materias. 

Estos aspectos son algo insólitos para la mente del jurista que, tradicional- 
mente, lleva a cabo tareas de dogmática jurídica, la que es completamente dife- 
rente a la actividad tendente a la ehborución de los textos jurídicos (ingeniería 
social, como se la califica). Pero no se piense, pues, que los únicos interesados 
habrán se ser quienes trabajan en el campo de la creación del derecho: políticos 
y legisladores; si bien es imprescindible para ellos el conocimiento de amplios 
antecedentes sobre la tecnica legislativa, lo es tambien para el jurista-interprete 
de la ley, pues sus elementos, en muchas ocasiones, entran derechamente al aná- 
lisis de sus presupuestos y consecuencias dogmáticas. 

II. LA FORMA DE LAS LEYES. ALGUNOS TEMAS 

Se desarrolhudn algunos de los temas más importantes a tener presente en 
cuanto a la forma de las leyes. Algunos de los temas mencionados (como san- 
cibn, promulgación y publicación) ya fueron desarrollados en la primera parte 
de este trabajo. En la medida de lo posible (y necesario) se ilustrará el desarrollo 
de cada tema con algunos ejemplos tomados, preferentemente, de nuestra legis- 
lación, desde 1960. 

1. El título de krs leyes. A) Introducción. En ciertas legislaciones existe un 
nombre oficial de las leyes. Por nuestra parte, para Chile, no llamaremos “oficial” 
a este título, pues su forma no esta otkhdizada, propiamente. Es, como deci- 
mos, un logro del uso inveterado, de la pdctica constitucional. En Chile, uaual- 
mente, las leyes han tenido un nombre (o que la práctica ha devenido como tal, 
porque, al respecto, sabemos, no hay regulación alguna ni menos uniformidad). 
Asf, por ejemplo, el título de una ley se podrfa expresar corno sigue: 

Ley número 17.983, Establece órpos de trabajo de kr Junta de Gobierno 
y jija normas sobre procedimiento le@ativo. 

@J Referench espectil merecen los trabajos de MifLLER y SCHNEIDER en ALemati 

Fedaal; TIIORTON en IngIateua; una serie de escritos dispersos en Italia y el reciente IIbro 

de técnico legtkktivu” (n. 16). 318 pp., del que simultáneamente ae publicó una edición en 
cata&: “.kform de les lleis”, de donde tomamos antecedentes que aquí entregamos. Véase, 
también, can amplia bibliografla: ITURRALDE SESMA, Victmia, Cuesliones de t.hico 
legisbtiw, en: Revista Varm de AdmfnistracGn Ríblim, lia 24 (1989), pp. 225-254. Como 
dato adicional, existe un trabajo publicado en Chile hace algunos alos: TAPIA VALDES, 

Jorge, IR thica legislotivu (n. 6). 104 pp. 

‘l Véase, po~ ejemplo. el excelente: Grupo de Estudios sobre técnica legi+ativa- 
GRETEL: “(lrrso de Thica Lqfhtiva” (II. 37), primer texto de una “serie de Técnica 

Legldativa”, en que sc. contiene0 trabajos destinados al estudio de esta materia. amplh bi- 
bltografia por capítulo, anexos con dhectriCe8 europsss sobre ttia legislativa (traducidas 
al espahl) y una bibliografía general. 
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Se cita este ejemplo, pues constituye la primera ley dictada conforme a la 
Constitución de 1980. Por otro lado, el titulo que se ofrece de esta ley, en verdad, 
es tentativo, pues hay una completa dispersión. Sm considerar el tftulo consigna- 
do en el texto promulgado (al que es diflcil acceder y que debiera ser id6ntico al 
publicado, por lo demás), respecto de la ley sefialada se da la siguiente variedad, 
según los lugares: 

a) En el Sumario del Diario Oficial (de 28 de marzo 1981) aparece tal cual 
lo hemos consignado arriba, excepto la coma (,) despubs del número, pues se in- 
cluye un inexpresivo punto seguido de una raya (.-). 

LEYNUM. 17,983. 
Establece órganos de trabajo de ia Junta de Gobierno y fija normas sobre 
procedimiento leghlativo. 

c) En la Recopilación de Leyes (y Reglamentos, hoy), se recoge así: 

LEYNO 17.983 
Establece órgano(s) de trabajo de la Junta de Gobierno y fija normas sobre 
procedimiento kgiskrh’vo. 
(Publicada en el “Dksrio 0ficial”No 30.927, de 28 de marso de 1981). 
Nótese un error: dice “órgano” y no “órganos”, como en el texto del Ditio 

Ofickl. Por otra parte, ya no es TUM.“, sino “No”. 
d) En el Indice numérico de tal Recopilación, se recoge (ahora correcta- 

mente) así: 

(LEY No) 17.983, de 28 de marzo de 1981. Establece órganos de traba@ de 
á Junta de Gobierno y fija normas sobre procedimiento legislativo. 

e) Por último, en la Colección de textos legoles que posteriormente publica 
la Editorial Jurídica de Chile (con carácter extraoficial) el título ya se presenta 
así: 

LEY N” 17.983 (Publicada en el Diario Oficial N” 30.927, de 28 de marso 

de 1981). 

MINISTERIO DE JUSTICIA 
Establece órganos de trabajo de la Junta de Gobierno y fija normas sobre 
procedimiento legislativo. 

iPor qué se sekala un ‘Ministerio”, ahora? 
Entonces no podría decirse que hay uniformidad en las diversas publicacio- 

nes más o menos oficiales de las leyes. Como se desprenda de lo anterior, por el 
contrario, hay una completa anarquía. 

Desde el punto de vista jurídico, aplicable a esta realidad legislativa chilena, 
en el título de la ley se pueden distinguir tres aspectos: 

a) La indicacion de la categoría normativa de la disposición (la palabra ley). 
b) El número (número 17.983). Este número se refiere a un orden correla- 

tivo, que comenzó el siglo pasado (que ba sido interrumpido, en gobiernos de 
ficto, por nuevas numeraciones de Decretos-Leyes), en que se promulgan las 
leyes. 
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c) La indicación del objeto o contenido de la ley (Establece órganos de tra- 
bajo de ‘h Junta de Gobierno y fija normas sobre procedimiento legishivo). 
Esta indicación nunca va unida a la anterior, sino separada por un punto y aparte 
y un guión. 

No se piense que el analisis del título oficial de la ley no tiene ni importancia 
ni significado especificamente jurídico. Por una parte, es parte de la propia ley 
(es aprobado junto con el resto de la misma) y participa, por tanto, de la “fuerza 
de ley”. Y, por otra parte, dogmáticamente se traduce en que es utilizable para 
interpretar sus disposiciones como un elementos más que es de la ley6s. 

Junto a este nombre (oficial, si se quiere) hay otrosoficiosos,pero ampliamen- 
te usados en la practica jurfdica y administrativa. No deja de ser importante reco- 
nocer la existencia de sobrenombres o nombres oficiosos, pues el solo hecho de su 
existencia pone en duda la bondad del título oficial de la ley. Los ejemplos a este 
respecto podrfan ser muchos. Asf: 

LEY NUM. 7.613. - Establece disposiciones sobre la adopción. 
LEY NUM. 18.703.- Dicta normas sobre adopción de menores y deroga la 
ley 16.436. 

Siempre se conoció (0 se conocerá, en su caso), simplemente, como “Ley 
de adopción”. 

Otro ejemplo: 

LEY NUM. 18.314. Determina conductas terroristas y fija su penalidad. 

Es conocida como “Ley de terrorismo”. En fin: 

LEY NUM. 6.071.- Dispone que los diversos pkos de un edijicio y los 
departamentos en que se divida cada piso podr<m pertenecer a distintos pro- 
pietarios, cuyo texto dejinitivo se jijó en el Capitulo V del Decreto no 880, 
delMinisterio de Obras Ríblicas. 

Esta ley es conocida habitualmente, incluso es citada por la legislacibn pos- 
terior, como Ley de Propiedad Hon’zontal. 

Los ejemplos podrfan seguir, pues la realidad se nos presenta como de total 
anarquía en lo que a denominacibn o titulo de las leyes se refiere6s. 

B) Categoría normativa. Como decimos, este es el primer aspecto del titulo 
de toda ley, y debe siempre indicarse que se trata de una “ley”, pues asf se expresa 
la categoría a que pertenece la norma desde el punto de vista de su jerarqufa 
normativa. 

” Cfr. CODERCH, El rirulo de hs leyes, en: GRETEL,La forma (n. 16), p. 32. Véase, 
además, el mismo, EI título de hs leyes, en: GRETEL, Curso (n. 37), pp. 47-71, am biblio- 

grafía. 

63 Tanto es así, que en las úl!imas páginas de cada tomo de la Rempibción de Leyes y  
Regmmtos se inserta una amplísima “Nómina de textos legales de frecuente aplicación 

y que son más conocidos por las materias de que tratan, que por el número del correspon- 
diente precepto”. iNo demuestra falta de uniformidad? De más está decir que eea unifomi- 
dad debe partir & la ley y de una revisión del título que su autor le da a cada una de ellas. 
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Por otro lado, sólo se reserva esta expresi6n para la ley formal u ordinaria. 
Para la ley material, en los supuestos de delegación legislativa, es decir, en Chile, 
para los “decretos con fuerza de ley” (o “disposiciones con fuerza de-ley”, como 
también las llama la Constitución: cf. art. 61) hay que utilizar precisamente esa 
expresion. Ejemplo: 

DECRETO CON FUERZA DE LEY No 2.- Fija texto refundido, coordinado 
y sistematizado del Decreto Ley N” 1.089, de 1975, que establece normas 
sobre contratos especiales de operación parrr lo exploración y explotación o 
beneficio de yacimientos de hidmcarburosb4 

C) Número de la ley. Ias leyes se numeran, correlativamente, según la fecha 
del decreto promulgatono respectivo. Así ha sido tradicional en Chile, desde 
1893, y durante la vigencia de la Constitución de 1925h5. Desde 1981 hasta 1989, 
tambien, en virtud de lo dispuesto en el art. 36 de la Ley No 17.983, de 1981, 
las leyes, una vez aprobadas, deberán ser finnadas por la Junta y por el Residente 
de la Repúbäca en serIal de promulgacidn y remitidas por éste a b Secretaria de 
Legislacidn, la que le dará numeracidn conwktioa de acuerdo a IY fecha de pm- 
mnlgaci&n (...)&. 

Esta práctica de numerar las leyes rige en Chile desde el lo de enero de 
1893 (fecha de la ley no l), y antes de esta fecha las leyes se conoclan de otro 
modo. Dos ejemplos: 

Ley sobre efecto retroactivo de las leyes, de 7 de octubre de 1861. 
Ley de matrhnonio civil, de 10 de enero de 1884. 

La numeraci6n de las leyes permite identificarlas y citadas exacta y econó- 
micamente, sobre todo en la actual situación de “inflaci6n legislativa” o de 
“legislación motorizada”. 

Debe tenerse presente que la numeración no es la única tknica a la que 
cabe recurrir para conseguir una bptima identificación, consulta o cita de una 
ley. No lo ha sido así ni histbricamente en Chile, como ya lo sefkdarnos, ni tam- 
poco lo es en la practica parlamentaria comparadae’. En todo caso, es bueno co- 

64 Cfr. Diario Oficio1 de 30 de marzo de‘l981. 

65 Cfr. SILVA BASCUÑAN (II. 36) 3, p. 204. 

66 La misma disposición se repite en dad. 24 &lReghmento pora b tramitación de hs 
leyes, el que se dictó como %cuerdo” de la Junta de Gobierno. ffr. Diario Oficio1 de ll de 

abril de 1981. 
Por otro lado, téngase presente. tanto en esta materia, como en otras, que el art. 20 tran- 

sitorio de la Ley NO 18.918.- Orgánica Constftucbnol del Congrew Nacioml, reactualiza h 
vigencia de los Reglamentos de las cámaras, en vigor a 1913, por lo que, a partir de 1990, 
rigen reglas que, en esencia, son las que hemos ssfialado. 

En fin, lamentablemente, no existe la misma práctica de numerar correlativamente, si- 
quiera POI tios, los Decretos wn fuerza de ley, para lo cun1 hay que recuti a dos fuentes 
de diferenciación más: el Ministerio del cual emallan y su aAo. 

” Por ejemplo, en Fmncà se numeran así (con un ejemplo): Lui no 88-1202 du 30 
d&embre 1988. Así, hay dos grupos de caracteres num6ricos: el primero, dos dígitos que 
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mermar a pensar que debe establecerse una modalidad que permita distinguir 
claramente entre el titulo de la ley y su forma de cita. Una buena forma de cita 
(véase “Ifm) puede ahorrar trabajo y ayudar a descargar el título de la ley de 
elementos innecesarios. 

Actualmente se recomienda también numerar las leyes por otros conceptos 
de carlcter material. Por ejemplo, en las leyes modificatorias (o modificativas). 
Cuando una ley es repetidamente modificada, las leyes que moditican debieran 
entonces, denominarse: ‘Primera modificación...“, “‘Segunda modificación”. 
Es considerada esta como una aconsejable técnica para la mejor identificación 
del derecho vigente hasta tanto no se decida la elaboración de un texto refundi- 
do”. Un buen caso de aplicación serían las leyes tributarias, siempre sujetas a nu- 
merosas modificaciones. 

El otro caso es el de las leyes sucesivas de vigencia breve. En este caso se 
debiera normalizar el titulo de la ley indicando el período de vigencia, como en 
las leyes de presupuestos cuya casufstica no tiene casi uniformidad alguna: 

LEY NUM. 1%.073.- Aprueba Ley de Presupuestos del Sector Ríbliw para 
el año 1982. 
LEY NUM. 18.1%8.- Aprueba la Ley de fiesupuestos del Sector Ríblico 
para el oiio 1983. 
LEY NUM. 1%.264.- Aprueba el Presupuesto del Sector Bíblico pma el m-o 
1984. 
LEY NUM. 1%.361X- Aprueba el Presupuesto de Ingresos y Gastos dei Sector 
Bíblico para el &o 1985. 
LEY NUM. 18.4 73. - Aprueba b Ley de Presupuesto del Sector RíbIiw pira 
el m-o 1986. 
LEY NUM. 1%.5%0.- Aprueba In Ley de Presupuestos del Sector Ribliw pua 
elaifo 1987. 

indican Los dos Gltbnos caracteres del atIo encuno, y el segundo: por el número de orden 

que ese allo le corresponde * la respectiva ley. 
En Italia la numeración sigue a la fecha de la ley. Así: Legge 10 decembre 1970, no 898. 
En el ámbito germánica la atención no se pone en su numeración, sino en su objeto, 

contenido o materia de la misma, distinguiendo lo relativo al título de las leyes, con lo relacio- 

nado con la cita de las mismas. Se incluye, también, un titula largo y un tkulo mrto para ta 
casi totalidad de las leyes (ella impide, en gmn medida, la creación de títulos oficiosos, y faci- 
lita el trabajo informática de las leyes). Un ejemplo (que tomamos, junto c0n el anterior, de: 
CODERCH, El tttub de bs leyes (n. 62), p. 37) ea el título de la ley sobre equiparación de 
hombre y mujer en materia de derecho civil de 18 de junio de 1957: 

Cesetr rlbm die GkichbuechtZpung von Mann und Frau ouf dem Gebiete des 
bibgelichm Rechts (indicación de la categoria normativa y objeto), 
Gleichberechigwgsgeseis (titulo corto oiicial). 
GZefchbereC (título abreviado oficial). 
Vom 18 Juni 1957 (fecha). 
BGBI IS. 609 (citacän oficial: indicación del Diario Oficial, sección y pápma). 
El sistema inglés es similar. Distingue un título kgo, en que se describe exhaustiva- 

mente el objeto de la ley, lo que puede ocupar muchas líneas de texto, y un titulo muy breve, 
ccmo: CHmeE Act., Cirrtoms Act., Road Traffic Act., etc. 

68 Ck. CQDERCH, El titulo de las leyes (n. 62), p. 39. 
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LEY NUM. 18.669.- Aprueba la Ley de Resupuestos del Sector Aíblico para 
el mio 1988. 
LEY NUM. 18.764. - Aprueba la Ley de Presupuestos del Sector Ríblico mra 
el año 1989. 
LEY NUM 18.869. - Aprueba la Ley de Presupuestos del Sector Riblico para 
el año 1990. 
LEY NUM. 19.012.- Aprueba la Ley de Presupuestos del Sector Bíblica para 
el arlo 1991°9. 

D) hdicaci6n del objeto o contenido de la ley. Cómo debe ser el titulo de la 
ley. Ia indicación del objeto o materia de que trata la ley es lo esencial en el titu- 
lo de la ley. Pues, por lo demás, es 6ste el nombre de la ley, en sentido estricto, 
cosa que no es para nada su número de identidad o su fecha de publicaci6n’0. 

Criterios elementales para un buen título: la literatura dice que se llega a una 
solución adecuada si el nombre consigue identificar y descubrir exclusiva, rápida, 
exacta, clara, breve y plenamente el contenido de la ley. 

Así”: 

lo. El título debe ser único. Aquí es importante recordar cómo se debe ten- 
der a la normalización, de lo cual debieran ser un ejemplo las leyes de presupues 
tos, rech mencionadas. 

20. El titulo debe ser preciso, exacto y completo, pero también, a la vez, 
breve, conciso y concreto. Los buenos títulos son siempre cortos, y eso es algo 
que la práctica se encarga de demostrar acortando oficiosamente los títulos dema- 
siado largos. 

Su finalidad es facilitar la búsqueda del texto de la ley, y debe sintetizar su 
contenido. Es el sumario o resumen de ella, pero selialando brevísimamente sus 
aspectos principales”. El lector del título de una ley debe saber, aunque no sea 
un especialista, cuál es su contenido sin acudir a su articulado. Debe permitir al 
que manejará la ley una idea cabal de su contenido b&co. 

Los buenos títulos, entonces, son siempre cortos. Por ejemplo, son breves y 
concretos: 

LEYNUM. 4.808.- Sobre Registro civil. 
DECRETO CON FUERZA DE LEY NUM. 340 [de 196OJ- Sobre Cimcesio- 
nes Marin’nms. 
LEY NUM. 10.271.- Sobre modificaciones al Chdigo Civil. 
LEY NUM, 18.248. - Fija texto del G3digo de Minería 

@ Obsérvese cómo, aún refuiéndose a la misma materia, el nombre de esta ley no está 

en absoluto normalizado. Aun cuando, por los últimos ahs, se tiende a la normalización. 
$40 bastani decir (véase art. 64 Const.) ‘Presupuestos pora el ah.. “7 

7o CXI. CODERCH, El tífulo de los leyes (II. 621, p. 41. 

7’ Siguiendo el orden que da CODERCH. El titulo de las lt’ye~ (n. 62), pp. 42-46. 

” Ck PINTO FERREIRA, T&nica leglslotiw como o arte de redigis leis, en: Revisto 
de Informafão legislativa. XXIII, 89 (1986), p. 111. 
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Es diffcil encontrar mis ejemplos de leyes con buenos títulos. ID que es muy 
fácil es encontrar leyes con malos titulos, no ~610 por su amplitud (monstruosa en 
los casos de las llamadas “leyes misceláneas”, a las que nos referiremos más adelan- 
te), sino normalmente por introducir expresiones innecesarias. Algunos ejemplos 
(que podrian multiplicarse): 

LEYNUM. 13.959.- Establece diversas disposiciones juridims en favor de los 
damnificados por los sismos de kr ZOM sur, ocurridos en mayo de 1960 (...ln. 
LEY NUM. 15.564.- Aprueba diversas reformas al régimen h+butario del 
plís; (...)? 
LEY NUM. 15.778.- Legish sobre el feriado legal a que tendnín derecho los 
médicos y paramédicos que trabajan en Servicios de Radioterapia (...)7s, 
LEY NUM. 16.528. - Aprueba nornas para estimular hs exportaciones; reem- 
plaza (...)76. 
LEY NUM. 17.297.- Establece normas sobre los préstamos otorgados por lo 
Corporación de la Vivienda y por las Ch@ de Previsión (...)17. 
LEY NUM 18.118.- Legisla sobre el ejercicio de la actividad de martillero 
público78 
LEY NUM. 19.020.- Modifica Ley Orghica del Ministerio de Obms Bíblicas 
y establece diversas normas relativas a dicho Ministetio. 
Etcétem. 

En fm, un último caso: 

DECRETO CON FUERZA DE LEY N0 70 [de 1988, de Obms RíblicasJ- 
Establece bases de procedimiento y norrms a que deberán ajustarse b iBn’- 
fa, aportes reembolsables y dermis cobros que podnín efectuar los servicios 
públicos y empresas de servicio público de agua pombk y alcwztarilhdo. 

~NO habrá sido posible elaborar un título más adecuado? 

Por otro lado, no debe olvidarse que si bien son preferibles los tftulos cortos, 
ellos tambih deben ser completos. No por querer abreviar las cosas se puede des- 
naturalizar la fmalidad del titulo: informar del contenido de la ley. Hay casos en 
que sin leer el texto de la ley se ignorará siempre la materia de la misma, lo que no 
es recomendable. En estos ejemplos, el titulo de la ley es casi como si no existiese: 

f3 Aquello de “establece disposiciones jurídicas”, es abiertamente innecesario por ob- 
vio; por ao lado, su poca brevedad y  concisión no son recomendables. 

‘4 En seguida esta ley enumea, artículo por artículo, cada wz que modifica, deroga o 
agregd alguna disposición. Por lo demás, no es necesario decir que se “aprueban” las reformas, 
pues se subentiende, y  que es al ré@mimen tributario ‘del país”, pues es b normal. 

” No es necesario decir que se “legisk”, pues ello es obvio. Por otro lado, es excesiva su 
amplitud. 

‘6 Toda ley, de por sí, “aprueba” precisamente %ormas”. por lo que es redundante e 
innececiario decirlo. 

” Toda ley “establece normas”, por b que es innecesaria esta declaración. 

” Toda ley es fruto de un órgano que “le@a”, por lo que no ea necesario decirlo. 
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LEYNUM IZ625.-Modifi~alaLey17.329~~. 
DECRETO LEY NUM. 563.- Concede nuevo plazo para la entrega del infor- 
me que indica. 
DECRETO LEY NUM. 812.- Determina alcnnce de normas que indica 
DECRETO LEY NUM. 3.430.- Renueva plazo para ejercer la facultad que 
indica 
LE& NUM. 18.134.- Establece normas tributar&, económkas y jhzncie- 

LEY NUM. 18.380. - Hace aplicables a las entidades que indica bs normas del 
derecho común en materia de in tereses que seiiah; deroga el decreto ley 1.05 7, 
de 1975. 
LEYNUM. 19.011.- Modifìm articulo .Fde Irr Ley No 18.696. 
LEYNUM. 19.022.-Modificaarticulo lode .GzLxyW 18.138. 

En las directrices extranjeras sobre thnica legislativa es posible, a este res- 
pecto, encontrar buenas recomendaciones. Por ejemplo, una directriz italianae’ 
que recomienda títulos breves, sugiere, adetis, que cuando ello no sea posible, 
se principie con un titulo breve, y a amtinuacibn de un punto sguido se incluya 
un titulo mis largoa’. Por otro lado, no debe olvidarse que las palabras utilizadas 
en el titulo han de ser las mismas que se Malan en el texto legislativo. 

30. Los títulos deben ser gráficos, expresivos, mnemotécnicos. Han de grabarse 
en la memoria. Pero, por otra parte, no puede ser el titulo excesivamente común 
y debe incluir las correspondientes expresiones técnicas, de cada especialidad, pro- 
pias de cada sector del ordenamiento jurfdico, tanto aquellas que secularmente 
va acufhndo la ciencia juridica *’ (la doctrina), como las que se pueden atribuir 
a la jurisprudencia*4. Ejemplo de esto último (sin fijarnos en otros detalles) son 
los siguientes: 

” Debiera indicarse, siquiera, à materia a modificar en dicha ley, 0. en su caso, el tí- 
tulo o kateria que trata la ley modificada. Ahora, d la ley modificada es misceYn+a, se ha 
cerrado el circulo, y  el problema se transforma en tiesoluble. Ejemplos de. leyes modifícate- 
riw que designan, sin más, el número de la ley modificada, hay muchos, que llena&” varias 
pághlas nuestras. 

Oo Esta es, además, una ley mi.weYnea: un mal cantenido, normalmente no podd tener 
un buen nombre. 

‘t Cfr. Suggezimenti (n. 221, p. 274. Asimismo, para Cataltia, en: GRETEL (n. 161, 
p. 293. en las directrices que allí se pmponen. 

za El ejemplo es el siguiente: 

Disciplina delle oree verdi. Norme per h formazione del sisrema delle aree proretre, 
dei parchi e delle riserre noturali in Toswm. 

sa Cfr. CODERCH, El titulo de las leyes (n. 621,~. 45. 

84 Cfr. Sugqerimenri (n. 22), p. 274. Mas debe tener4e siempre presente, sobre todo an 
los textos legales, que el lenguaje. legislativo nunca debe ser rigurosa al punto del lenguaje 
científico. si bien debe sa necesariamente técnico, a la vez, debe ser susxptlble de ser com- 
prendido por la generalidad delpopulus, a quien va’dirigido. Cfr., en esta materia, LAZZARO, 
oiorgb, Diritto e lingwggio mmune, en Rfrisra Trimesrmle di diritto e pmcaiura civile. 
xxxv (1981), 1, p. 157. 
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LEYNUM. 18.552.- Regula tratamiento de titulos de crédito. 
LEY NUM. 18.601.- Establece normas para el Imgo de soldos de precio y 
rentas de arrendamiento de los predios agriwh que indica 

Aquí es respetado el uso de terminología como “títulos de crbdito”, “pre- 
cio”, ‘ventas”, etc. Otras veces se recoge, sin más, terminología extrafla, que mu- 
chas veces constituyen neologismos. Asi es dudoso el uso de “reprogramacibn” 
en la: 

LEY NUM. 18.5 74.- Renueva exención tributarih de reprogramación de cré- 
ditos que indicn: 

E) iA cada objeto una ley? Si el titulo de la ley ha de sintetizarse en pocas 
palabras lo esencial de la regulación de su objeto, es obvio que una normativa 
homogénea y completa de ese objeto facilitad la confección de un buen título y 
que, por el contrario, una regulación desordenada o incompleta de aquél dificul- 
tari o incluso llegati a imposibilitar la tarea en cuestión. Pues, en definitiva, no 
hay un buen titulo para un mal contenido”. 

a) La unidad de materia y las ideas matrices o fundamentales. Si hay unidad 
en la regulación de la materia (donde sea posible), todo se facilita, incluso la 
confección de su título. 

En Chile hay un caso en que se exige unidad de contenido por la propia 
Constituci6n: en la Ley de Presupuestos, que debe considerar tilo la estimacibn 
de ingresos y gastos, conclusiãn que es posible desprender del art. 64 de la Cons- 
titucibn. Se puede pensar que también es el caso de algunas Leyes Orgánicas 
Constitucionales, cuyo contenido preciso establece la Constitución (lo que, de ser 
así, no skmpre habría sido respetado, hasta ahora). 

Por otro lado, no es posible exigir la unidad de objeto ab initio. No obstante, 
para el caso de que se haya establecido un solo objeto en el proyecto respectivo, 
es posible exigir el respeto de tal objeto, pues de acuerdo a lo establecido en el 
art. 66 de la Const. “todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones 
en los trámites que corresponda, tanto en la Chara de Diputados como en el 
Senado; pero en ningh caso se admitinin las que no tengan relación directa con 
kzs idens matrices o fundamentales del proyecto”86. 

b) Las leyes miscetineas. Nos encontramos en esta materia con el grave y 
secular problema chileno (muy chileno) de las leyes miscel&neas o calidoscópicas, 
ampliamente denunciado por la doctrina”. Este problema es m& amplio, y lo 

” Cfr. CODERCH, El titulo de las leyes (IL 62), p. 46. 

86 Esta limitación B las “ideas matrices CI fundamentales” fue introducida al ordena- 
miento a>nstitucionaI a partir de la reforma constitucional de 1970 (mt. 48, inc. lo Comt. 
1925). Véase, además, art. 63 No 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Una aplica- 
ción de tal concepto efectúa la Sentencia del Tribunal Constitucional, de 18 de enero de 1990 

(rol no 911, wnsidemndo 20, recaída en el proyecto de ley orgánica constitucional del Cm- 
gmw Nacional. 

87 Cfr., por todos: TAPIA VALDES (II. 6), pp. 41-44; SILVA CIMMA, Enrique, Panoru- 
ma y perspectivos de la cristi institucional chilena, en: Pmpectivas del Lkecbo Riblim 01 h 
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señalaremos aquí sólo por su incidencia en el titulo de las leyes, pues, como se 
ha dicho, es siempre difícil, muy difícil, encontrar un buen titulo para un mal 
contenido. 

Ejemplo de estas leyes los hay y muchos. Baste citar la: 

LEY NVM. 13.305.- Reajusta las remunemciones de los empleados que 
prestan servicios en el país, hmrmto del sector público como privado, con las 
excepciones que expresamente seriala: reajusta las pensiones de jubikrckk, 
retiro y montepío y las concedidas a los deudos del personal fallecido en 
accidentes ocurridos en actos de servicios; aumenta la asignación familiar.,. 
elc.. etc. ‘s. 

Se pretendió evitar la proliferación de este tipo de leyes, a partir d-e la Cons- 
titución de 1980, a traves del seíialado art. 66s9, pero ello no ha sido logrado, y, a 
partir de 1981, se han seguido produciendo este tipo de leyes, cuyo ejemplo más 
notable y lamentable son las siguientes leyes anuales: 

LEY NVM. 18.091.- Establece norrmzs complementarias de incidencia pre- 
supuesiaria, de personal y administración fìnanciem. 
LEY NVM. 18.196.- Establece nornras complementarias de administración 

,tñumciera y de incidencia presupuestaria y sobre personal que indica del 

sector público. 

LEY NVM. 18.267.- Reajusta las remunemciones de los trabajadores del 
sector público y establece normas complementarhs de admhistración finan- 
ciem, tributmiar, de personal y de incidencia presupuestazia. 
LEY NUM. 18.382.- Dispone renjusie para h remuneraciones de Ios traba- 
jadores del sector público, a contar del lo de enero de 1985, y establece di- 
versas normas complementarias de administrach fkmciem, de personal y de 
incidencia presupuestan’a y tribuhwia, porB cuyos efectos modifica diversos 
preceptos legales. 
LEY NVM. 18.482.- Esiablece normas complemenlatias de adminisíracidn 
financiem y de incidencia presupuestaria. para cuyos efectos modifia o com- 
plementa diversos preceptos legales. 

Segunda Mitad del Siglo XX. Homenajeal profesor Enrique Sayaguks-LasO (Madrid, Instituto 
de Estudios de Administración Local, 1969),4.p. 537; SILVA BASCUÑAN (n. 36) 3, p. 177; 
y  CEA EGARA, José Luis, Derecho Constitucioml, en: Oriwtaciones del Derecho Chileno 

(Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 19711, p. 72, etc. 

aa El solo sumario de esta ley ocupa seis páginas del Tomo 47 de la Recopilación de 
Leyes, y en su texto se ocupa de la más heterogénea variedad de materias. Un ejemplo de afios 
anteriores, véase en: TAPIA VALDES (n. 6), p. 42. Un ejemplo del último tiempo, además 
de los que citamos en el texto, es tr LEY NUM. 18.737.-Modifica e interpretar las disposicb- 
m-s legales que sefiola. Esta ley contiene mata& de remuneraciones, de empréstito, de con- 
mtos de operaciones, etc. 

EV Y así quedó claro en las Actas Oficinles de la Comisión de Estudios. Cfr. wión 
no 350 (1978), p. 2166 (acuerdo en evitar “materias ajenas al proyecto despachado”); sesión 
no 351 (1978), p. 2175 (acuerdo en el sentido de admitir sólo adiciones o correcciones “que 
digan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto”, texto del actual 
ut. 661, y  p. 2176 (acuerdo sobre prohibición de incluir “materiasajenas”a1 proyecto), etc. 
Véase, además, sentencia del Tribunal Constitucional, citada en n. 86. 
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LEY NUM. 18.591.- Establece normas complementaCas de administración 
jinancikra, de incidencia presupuestaria y de personal, y, para tales efectos, 
modifica diversas disposiciones legales. 
LEY NUM. 18.681.- Establece normas wmplementarias de administración 
financiera, de incidencia presupuestmiay personal, para cuyos efectos modiji- 
ca diversos cuerpos legales. 
LEY NUM. 18.768.- Establece normas complementarias de administración 
fìnanciera, de incidencia presupuestaria y personal. 
LEY NUM. 18.899.- fija normas complementati de administración @an- 
ciera, de incidencia presupuestm’a y de personal, para cuyos efectos modifica 
h disposiciones legales que señala. 
LEY NUM. 19.025. Establece normas wmplementarias, de administración 
financiera, de incidencia presupuestOnay de personal. 

Cada una de estas leyes es conocida, oficiosamente, como “Ley complemen- 
taria del presupuesto”, 0, simplemente, como “Ley complementaria”, respecti- 
vamente, de los aRos 1982, 1983, 1984, 1985, 1986, 1987, 1988, 1989, 1990 y 
1991. 

Se ha optado por cansar al amable lector y citar estos engendros normativos 
de los últimos anos, para mostrar no ~510 que esta técnica es incorrecta (nótese 
cómo se tiende a normalizar el título, como si de establecer precedentes se tratare; 
y cómo se incluyen partfculas innecesarias;y una redacción lamentable), sino para 
hacer patente lo necesario que es poner fm a ella. 

Juridicamente, esto no es inconstitucional, pues, en primer término, desde 
1981 hasta 1990 el art. 66 Const. no ha estado vigente (vease art. 21 transitorio, 
letra b) Con&), y, en segundo lugar, aun en la actual situación, en que tal dispo- 
sici6n constitucional está vigente, ya que la prohibici6n que contiene rige para las 
adiciones o correcciones a los proyectos en trhite ante el Congreso Nacional, y 
puede que el proyecto, desde su inicio, haya partido como miscelAneo, lo que, en 
el estado actual del ordenamiento constitucional, serA inevitable. 

Pensamos que si lo que se trató de evitar con esta disposicibn (y con su ante- 
cesora en el Reglamento de las Cámaras) fue la legislación miscelánea, no se logra- 
rá con ella, pues el diagnbstico que se tuvo a la vista fue errado: la unidad de ma- 
teria se debió exigir desde el inicio mismo del proyecto, desde su primer momento 
como iniciativa, y no ~510 cuando éste ya ha entrado a trámite legislativo, pudien- 
do ya venir propuesto (en el Mensaje del Presidente de la República o en la Mo- 
ción parlamentaria) en forma viciosa”. Esto es lo que, en técnica legislativa, se 

sn Y este diagnóstico errado proviene. a nuestro juicio, desde $ misma literatura (cfr. 
TAPIA VALDES (II. 6),p. 41) de quienes reformaron k Carta de 1925 y  de los Cbmisiormdos 
para la que sería Constitución de 1980 (cti.Actas, sesiones 350 y  351, citadas),pues esnoto- 
rio que se pensó que el vicio estaba sólo en las enmiendas o correcciones que sufrían Irn pro- 
yectos en las cámaras, y  no se pensó en la pwibilliad que fuese el propio Residente de la 
República el que propiciara una iniciativa miscelánea. En todo caso. debe I~CO~OCCIB~ que urm 
parte del problema se ha subsanado con el art. 66 Const., y  la solución de la otra parte depen- 
derá de ka voluntad del Residente o de lo que se pudie.se establecer e.n alguna ley. Pensamos 
que si la Comt. le exigió al Congreso respeto por las ideas matrices de los proyectos propuw- 
tos por el Residente, podría ser adecuado que en lo futuro el Congre~no, POI la vía legal, le 
exigiera al Ejecutivo que en cada proyecto insertara sólo una materia. Es este un tema que 
entronca con la seguridad jurídica, y, en deftitiva, con el mismo Estado de Derecho, y  sobre 
lo cual no podemos extendemos en este lugar. 
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Ilama, según he explicado en la Primera Parte de este trabajo, un fracaso te&ico 
de la ley. 

Asi, mientras este estado de cosas no cambie, y se sigan elaborando leyes 
miscekneas, diffcil se13 tener buenos tftulos para ellas. 

F) $tdicaci6n del objeto o también de lo que se hace con Cl? La respuesta 
varía según los casos. Algunos consejos útiles95 

-No debe hacerse indicaciones normativas: todas las leyes “regulan” algo; 
“establecen normas”; “legislan” (véase ejemplos de tftulos incorrectos supra), por 
lo que no es necesario decirlo en el título. 

-Las leyes que establecen un nuevo organismo y regulan su estatuto no de- 
ben indicar que ‘40 crean”, pues es algo a sobreentender. Este es el caso de las 
leyes siguientes: 

LEYNUM, 16.319.- Crea In Comisión chilena de Energia Nuclear. 
LEY NUM. 18.348.- Crea la Corporación Nacional Forestal y de Protección 
de Recursos Natumles Renovables. 
LEY NUM. 18.410.- 0ea la Superintendencia de Elechiciakd y Combusti- 
bles. 

-Por razones de seguridad jurídica, siempre debe indicarse en el título de la 
ley su cat&ter de modificatoria de otra cuando efectivamente lo tiene. 

-Debe ser el legislador muy parco con el uso de expresiones como “fija”, 
“asigna”, “autoriza”, ‘declara”, “establece”, “otorga”, “aprueba”, “introduce”, 
“concede”, “‘faculta”, etc., pues restan diversidad al nombre de las leyes y dismi- 
nuye su poder identificativo. 

En deftitiva, debe insistirse en que la regla es: en el título de la ky la refe- 
rencia al objeto debe consistir normalmente en una indicación material y no en 
una indicación normativa. 

2. La división de las leyes. La división sirve para la sistematización de la ley. 
Es importante para la aplicación e interpretación; permite su cita sin margen de 
error. La división de las leyes es, en el fondo, una convención. Normalmente, la 
unidad básica son los “artfculos”, distribuidos en las siguientes partes: 

-Parte dispositiva 
-Parte fml (una heterogenea clase de normas adicionales, transitorias y fi- 

nales). 

a) El articulo. La unidad básica es, entonces, el artículo. Según &una doctri- 
na=, es la única unidad de división que (al margen del tema polemice de las leyes 
con un solo articulo) debe existir siempre. En derecho comparado se efectúan 
algunas recomendaciones, a este respecto, que bien pueden ser tomadas en cuenta: 

” Tomados de: CODERCH, El título de hs kyes (n. 62) pp. 48-50. 

92 Cfr. CASTIÑEIRA PALOU, Maria Teresa, Divirión de los leyes, en GRETEL, Lcl for- 

mu (n. 16), p. 112. Ada& la misma, Sistemática y dfvisih de las leyes, en: GRETEL, Curso 
(n. 37). pp. ll 3-134, con amplios ejemplos y bibliografia. 
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-En cuanto a la tipografía, se Mala que es correcto anteponer el término 
“articulo”, pero debe situarse encima del texto, y no en la primera línea. 

-En cuanto a su numeraci¿m, los artículos deben numerarse consecutivamen- 
te. Hay un punto polémico: las leyes con un solo articulo. Según algunos, éste no 
debe ser designado de ningún modo. Según otros (como es la práctica usual en 
Chile), debe, en este caso, decirse “artículo único”. 

-Siempre deben utilizarse caracteres num6ricos Arabes, y nunca el ordinal 
“primer”, “segundo”, etc. Por ejemplo, en Chile usualmente (o en la totalidad 
de los casos, casi), para los 9 primeros artfculos se usa el ordinal (lo, 2o,3o, etc.), 
y del artículo 10 en adelante se usa el car&cter árabe, simplemente. 0 sea, dos 
sistemas sucesivos en una misma ley (ordinal y cardinal). Debe, entonces, uni- 
formarse,yusarsesiempresóloelc&nal:art.I;art.2;art.3;etc. 

-Se seAala normalmente que los artículos han de llevar un titulo, practica 
nunca utilizada en Chile, y que sería muy adecuada, como ayuda al conocimiento 
efectivo de la ley y al intbrprete. Un ejemplo conocido es el Código Civil italiano, 
en que cada artículo tiene su nombre, que indica el contenido del respectivo ar- 
tículo y su materia. 

-En cuanto a la construcción formal del artículo. Su extensión: no deben 
ser muy largos. Un articulo no debe tener, como regla, más de tres o cuatro p& 
rrafos. Algunos ejemplos notables (y lamentables) de la Constitucibn (la que tam- 
bi6n, a su vez, tiene un título larguísimo: “Constitución Politica de la República 
de Chile”): 

Artículo 19. Este es un artículo “kilométrico “=, y tiene ti menos que 26 
numemndos larguisimos, y algunos de ellos, a su vez, con muchos incisos, 
como por ejemplo el NO 24 que tiene naak menos que ll incisos. 

Artículo 32. Tiene 22 numemndos. 

Articulo 62. Tiene una mra mezcla de 5 incisos, y, en el cuarto inciso, una 
subdiviîión de 6 números. 

Articulo 81. Tiene 8 incfios. Su incko lo se subdivide en 4 letras [a) a d)]. 

Articulo 82. Mixtum. Su primer inctio inicia el arkdo con 12 números. A 
partir de ahi, siguen 1.5 incisos más. Esto es, un total de i28 subdivisiones! 

Por otro lado, la división de los incisos. Sería muy conveniente, siguiendo 
ejemplos que ofrece la legislacibn comparada, numerar los apartados. Malamos 
un ejemplo esptiol: 

LEY 2911985, de 2 de agosto, de aguos. 

Título Preliminar 

Articulo 1.1. Es objeto de esta ley la regulación del dominio pibliw htiníu- 
lico (...). 

93 Esta expresión es de: MOZZILLO LETI’IERI, Tina, ll costiturionakrno lolino<rm&- 
CMO recente. Tre cmi particukvi: Argenffna, CXe e Mesho, en: Rivitta Mmestmk de dintto 
pubblico. XXXV (1985), p. 1139, luego de conocer este ti. 19. 
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2. La aguas continentales superfciales (...). 
3. Corresponde al Estado (...) 
4. Lus aguas minerales y termales se regularán por su leg&laci&n especifico. 

b) Otras divisiones. Tambikn hay otras divisiones, que se usan dependiendo de 
la extensión de la ley y de su importancia: capítulos; secciones; tftulos; libros 
(estos últimos sólo para casos muy extensos, como los códigos); par6grafos. 
Ejemplos: 

El Código Civil está dividido en un Titulo Preliminar; Libros, htos en titu- 
los y éstos en parágrafos. 

El tidigo de Mineria está dividido en Titulos, Párrafos y Secciones. 

El código de Aguas está dividido en Libros, titukx, parágrafos numerados, y, 
algunos de éstos, en letras. 

También se usa un “Titulo Final”, y como división, “Artlculos transitorios”. 
Ejemplo: 

LEY NUM. 18.834.-Aprueba Estatuto Administrativo. Tienedesde el Título I 
al Titulo VII (arts. 1 al 153). Luego un Titub j%aI con “Disposiciones va- 
rias” (arts. 154 al 157). Y una última división de Articulos transitorios (nue- 
va numeración: arts. lo a 18). 

TambiBn se utiliza los Capítulos. Ejemplo: 

LEY NcrM. 17.997.- Aprueba la Ley Orgdnica Constitucional del Tribunal 
Constitucional. Su texto está dividido en Capítulos, éstos en Titulos, y estos 
últimos, a su vez, en Párrafos. Aquí las ‘Disposiciones Transito?ias”se subdi- 
viden, pero considemndo una igualdad con el Capítulo, y con nueva numera- 
ción de artículos. 

Este pequefio repertorio demuestra que nuestro legislador está lejos de ser 
uniforme en este sentido (véase, además, infla). Se subdividen las leyes al capricho 
de su redactor, sin ninguna conciencia de uniformidad. 

3. La parte final de las leyes. La parte final de las leyes se compone de una 
heterogénea dispersión de normas: varias, generales, transitohs, finales, etc., 
que, al parecer, se ubican en este lugar por no encontrar cabida en otro sitio. 

Son categorias que ni el ordenamiento juridico predetermina ni la doctrina 
puede configurar como conceptos lógico-necesarios, pues son escasos, aunque no 
nulos, los efectos jurídicos que pueden derivarse de la construcci6n de estas cate- 
gorías. Se trata, en el fondo, de un caso paradigmático del uso indiscriminado de 
la libertad del legislador para configurar la forma de las leyes. Si bien esta libertad 
es natural y necesaria, su contrario produce la anarquia formal de la parte final de 
las leyes. 

La mayor parte de las legislaciones extranjeras (Francia, República Federal de 
Alemania, Austria, Suiza, Italia, Bélgica, etc.) han unificado las categorfas en una 
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única categoría generica -un Capitulo- bajo un Utulo tambien gerkico: por 
ejemplo: disposiciones finales. 

En fin, se puede proponer, preliminarmente, para Chile: 

lo Suprimir la heterogeneidad de estas categorías, y sustituirlas por un solo 
capitulo denominado, siempre, disposiciones finales. 

20. Sus preceptos debe& ser “‘mticulos”, titulados y numerados (siguiendo 
correlativamente la numeración de los artículos precedentes). 

En todo caso, si se considera útil mantener las categorías actualmente en uso, 
ya sea por tradición, deberarr respetarse dos principios basio#. 

lo) Los criterios de ordenación y cksXicaci6n adoptados deben aplicarse 
de modo constante, sin excepciones. 

20) Las categorias deben ser homogéneas (en el sentido que los preceptos in- 
corporados han de tener una naturaleza análoga, han de responder a criterios 
homog6neos) y cerradas (en el sentido que en ellas deben incluirse únicamente los 
preceptos que responden a los criterios deftidores de cada categorfa). 

Sin embargo, el principio de que las categorias deben ser cerradas admite una 
salvedad, pues debe aceptarse que h parte fmal de las leyes tiene un carácter 
“residual”, pues en ella se incluye lo que no puede ir en la parte principal o 
dispositiva de k ley. No obstante, ello debe hacerse con prudencia, respetando, 
en lo posible, la homogeneidad. 

A) Praxis. La parte final de las leyes chilenas muestra un panorama absoluta- 
mente ankrquico, en lo formal, y no responde a sistema o criterio general algu- 
no. Es posible encontrar la más variada gama de denominaciones, modos de or- 
denarlas y contenidos. Sólo mostraremos algunos ejemplos: 

LEY NUM. 18.175.- Modifica la ley de quiebms y fija su nuevo texto. 
Tiene un ‘título final” que contiene disposiciones derogatorias y modifìm- 
torias (arts. 256 a 263) y uno propiamente transiton’o (el art. 263). Tiene 
ademas, a conhnuación de este, un parágrafo denominado “Artículos tran- 
sitorios’: con nueva numeración (arts. lo a 70). 
LEY NUM. 18.118.- Legisla sobre el ejercicio de kz actividad de martillero 
publico. 
Tiene un titilo VI, de ‘Disposiciones generales”, y unas ‘ûtiposiciones 
transhorias ‘: con nueva numeración. 
LEY NUM. 18.092.- Dicta nuevas normas sobre letra de cambio y pagare 
y deroga disposiciones del adigo de Comercio. 
Tiene un titulo III, denominado ‘Disposiciones varias”, y al final un Ar- 
ttculo trannton’o (dentro de tal título, y como nomm final de Irr ley). 
LEY NUM. 18.755.- Establece normas sobre organización y atribuciones del 
Servicio Agricola y Ganadero; deroga In ley 16.640 y otras disposiciones. 
Esta ley h’ene tres títulos: el título I sobre tal Servicio (dividido este título 
en vatios pkrafos); el título II, “‘Disposiciones genemks” (en donde existen 

+? ffr.: VlVER 1 PI-SUNYER, CMes, La porte final de las leyes, en: CRETEL, Lu formn 
(n. 16). p. 133. VPase, también, el mbmo, Lu porte find de kzs leyes, en: GRETEL, Cwso 
(n. 37). pp. 135-172. 
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disposiciones de diferente índole: organi~tivas; modificativas, etc.) y el títu- 
lo III, “Disposiciones transitorias’: cuyos artículos reinician 12 numeración. 

Un buen ejemplo lo constituyen las leyes de Presupuestos. Así, una al azar: 

LEY NUM. 18.764.- Aprueba la Ley de Besupuestos del Sector Riblico para 
el afío 1989. 
Luego del ‘% oílculo... ‘> “II. Normas complementarias de ejecución del pre- 
supuesto” (...) el “VIL Otras normas’: donde cabe cualquier clase de norma, 
sin clasificación ni orden alguno. 

Por último las leyes miscekneas, que de por sí constituyen un todo aniirqui- 
co y carente de orden o criterio de unidad, contemplan, además, esta misma dfs- 
persi6n terminol6gica. Asf: 

LEY NUM 18.768.- Establece nonrus complementarias de administración 
financiem, de incidencia presupuestaria y de personal. 
Tiene, al final, como Titula III, uno denominado ‘Otras normas ‘1 y, después 
del término de la numemcick usual de artículos, tiene un “artículo lo transi- 
torio’: un “articulo 20 transitorio” y un “artículo P transiton~o’: 

De mh está decir que esta practica esta lejos de ser la mas recomendable. 

B) Breve desarrollo dogn&ico. Brevemente se deaarrollamn algunos concep- 
tos, desde el punto de vista dogmático, sobre las disposiciones transitorias, y sobre 
otros tipos de normas, englobado (para efectos expositivos) bajo la rubrica de dis- 
posiciones fmales. 

a) Disposiciones transitorias95. Existen tres clases de estas normas: 
(1) Disposiciones de derecho intertemporal: (el que tiene por objetivo el 

facilitar el tránsito de una ley a otra, y precisar el régimen jurídico aplicable a 
las denominadas situaciones jurídicas pendientes). Es el núcleo tradicional del 
derecho transitorio. 

El legislador al redactar todas y cada una de las leyes debe ponderar con de- 
tenimiento estos hipoteticos problemas, pues la gran mayorfa de las leyes suscitan 
en su aplicación problemas de transitoriedad. El legislador debe comprobar el 
impacto de la nueva ley sobre el derecho preexistente y regular lo más detallada- 
mente posible el regimen de transitoriedad%. 

Tres tipos de disposiciones conforman el derecho intertemporal: 
-Derecho transitorio material. Regulan materialmente las situaciones jurídi- 

cas pendientes (en forma autónoma). 
-Pervivencia de la ley derogada. Regula las situaciones jurídicas pendientes 

(en relaci6n con la pervivencia de k ky vieja). 
-Aplicacidn retroactiva de la ley nueva. 

Sólo mmcionaremos categorhs, siguiendo a VIVER 1 PI-SLJNYER, La parte fiM1 de 
LS leyes (n. 94), pp. 142 y SS., sin poder entrar al análisis pormenorizado. 

96 Cfr.ROUBIER,cit.porVIVERIPI-SUNYER,Laportefinaldelasleyes (n.94),p. 143. 
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(2) Disposiciones transitorias impropias: tienen por objeto facilitar la aplica- 
ci6n definitiva de la ley nueva. 

(3) Falsas disposiciones transitoriaî: no son transitorias las normas cuando: 
(a) difieren~la aplicación de determinados preceptos, sin que perviva el régimen 
previo, y (b) las disposiciones meramente temporales o provisionales. 

b) Disposiciones finales. Son (formalmente) normas sobre normas que (mate- 
rialmente) regulan laa “relaciones” de la ley de la que forman parte con el resto 
del ordenamiento juridicow. Son, en definitiva, un caso de ius supm iwa. Estas 
normas, meramente instrumentales, se refieren a 5 grandes temas: 

(1) Autorizaciones y mandatos de contenido normativo (dirigidos a la pro- 
ducción de normas jurídicas). Por ejemplo: 

-Habilitaciones para el desarrollo normativoq8; 
-Delegaciones para dictar decretos con fuerza de ley. 

Un ejemplo: 

LEYNUM 18.834.- Aprueba Estatuto Administrativo. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

Artículo lo.- Delégase en el Presidente de la Repúbliccr, por el plazo de 
seis meses contado desde la publicación de h presente ley, la facultad de 
adecuar las pkmtas y los escnhfones establecidos por ley a lo dispuesto en el 
artículo 50 permnnente de este Estatuto, mediante uno o más decretos con 
fiena de ley. El o los decretos correspondientes deberán ser dictados por el 
Ministetio del mmo y suscritos, además, por los Ministros del Intetior y de 
Haciendaqq. 

(2) Cláusulaa de derogación y de modificación del derecho vigente. Las claai- 
ticaciones al uso (derogación expresa y tácita) no tienen validez en técnica legia- 
lativa. Existen desde el punto de vista de la tecnica legislativa tres tipos de normas 
derogatorias: 

-Las imprescindibles, cuando no hay derogación tácita. 
-Las cláusulus inútiles. Ejemplo: “quedan derogadas todas las disposiciones 

que se oponen a la presente ley”, porque impera el principio de la derogacidn 
tácita (art. 52 Cbdigo Civil). 

” Cfr. VIVER 1 PI-SUNYER, Ln ~rfe~ú?alde hs leyes (n. 94), p. 157. 

” Téngase pwsente que, en Chile, habitualmente el Presidente de la República no nece- 
situará estas habilitaciones, rues el art. 32 No 8 sefiak expresamente que Cl tiene “la facultad 
de dictar los (...) reglamentos, decretos e instrucciones que crea convedentes para la ejecu- 
ción de Las leyes”. 

” Nótese cómo se refiere a articulos “permanentes” (en contraposición a ‘transito- 
rios”, penamos) y  cómo, erróneamente, por cierto, sefiala que los decretos deberán SCI dicta- 
dos por el hkisterio del ramo, cuando la facultad de dictarlos es ticamante del Residente. 
Se debe decir, “a tmvés”del Miniitro. 
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Ejemplos de este tipo hay muchos en Chile. Así: 

LEY NUM. 18.248. - Fija texto del cddigo de Mineria. 
AK 244: Der@a.se toda disposición legal o reglamentnria contrah o incom- 
patible con los preceptos de este Código. 
Art. 40 transitorio: (... J “en cuanto no se opongan a las disposiciones del pre- 
sen te código ‘: 

X’kiusrukr útiles y, sor tanto, exigibles. 

En vista de lo anterior, la literatura leo ofrece recomendaciones de precisión 
de efectos derogatorios, en base. a escalas: 

ler. nivel (mfnimo): señalar el ámbito material. 
20 nivel: senalar expllcitamente las disposiciones derogadas más diffciles de 

identificar por parte del intérprete. 
3er. nivel: realizaciones de tablas de derogacibn. 
Siguiendo a k mayorfa de las Directrices Legislativas, este es el sistema de 

derogacibn que se debiera utilizar, y obtener, así, una mayor certeza jurfdica. 

(3) Cl&~sulas de supletoriedad. 

(4) Clkulas sobre la eficacia temporal de la ley. 

Se destacan laa que fijan la entrada en vigor de la ley: 

-Instituci& que debe fijar la entrada en vigor: el Parlamento o el ordena- 
miento jurfdico. 

-Procedimiento: resulta aconsejable que la entrada en vigor de las leyes se 
determine seflalando el dfa, mes y afro en que debe tener lugar. 

-Entrada en vigor escalonada. 
-Formulacibn littral. 
-Duración de la vacntio. De este modo se valoriza la necesidad de garanti- 

zar el conocimiento de la ley, y. sobre todo, la necesidad de preparar las condicio- 
nes de su aplicaci6n’e’ 

4. Otros temas sobre la forma de las leyes. Con un animo meramente exposi- 
tivo, y sin posibilidad de desarrollarlos íntegramente ahora, se ofrecen breves de- 
sarrollos de otros temas de tdcnica legislativa, que deben ser considerados por el 
legislador. 

A) Las leyes modificativas. Sobre esta materia debe tenerse presente que exis- 
ten varios tipos de leyes: 

(a) Leyes nuevas regulan por primera vez una materia. 
(b) Leyes modificativas, éstas pueden ser: (1) una nueva redacción; (2) una adi- 
ción; (3) una derogación; (4) una prorroga de vigencia, o (5) una suspensión de 
vigencia. 

ffr. VlVER 1 PI-SUNYER, Lo pnrte fil de los leyes (II. 94), p. 178. 

lo’ Sobre este tema del mnocimianto de la ley, véase: CORRAL TALCIANI (n. 43). 

pp. 289 y SS. 
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Desde el punto de vista de la entidad de la modificación y del procedimien- 
to utilizado, puede tratarse de: (1) una modificación total de una o varias leyes, o 
de (2) una modificacifm de puntos concretos de una o varias leyes. 

Nos referiremos brevemente a estos alcances dogmáticos que ofrece la litera- 
tura, dejando para otra ocasión la praxis chilena. 

En cuanto a terminología, de acuerdo a las Directrices, el titulo de la ley de 
modificación ha de permitir advertir que se trata de una ley de ese carácter y cuál 
es el objeto que modifica. 

En cuanto a numeracibn, las Directrices exigen lo siguiente: “... IU. ley de 
modificación; E ley de modifìcacón, efe. ‘: 

B) Las remisiones. Concepto: Hay remisión cuando un texto legal (la llamada 
“norma de remisión”) se refiere a otra u otras disposiciones de forma tal que su 
contenido deba considerarse como parte de la normativa que incluye la norma de 
remisión. 

Criterios sobre remisiones: La remisión es una tecnica legislativa que plantea 
problemas jurtdicos muy heterogéneos. Debe tenerse en cuenta: la certeza del de- 
recho y su comprensibilidad, su clara accesibilidad. 

Puede sefialarse, en resumen, que las remisiones economizan, pero tecnifican 
y complican; refuerzan la sistemática del ordenamiento, pero fragmentan la ley; 
descargan de detalles minuciosos o de cuestiones pasajeras a la norma, pero dis- 
minuyen su contenido significativo directo; adoptan y unifican automaticamente 
regulaciones, pero lo hacen al margen de una decisión concreta de sua autores;la 
remisión, en fin, es un arma de doble Blo’m. 

C) Reglas de citas. Existen, en toda ley, citas intem (referidas a su propio 
texto), y citas externas (referidas a textos de otras leyes). 

Existen en derecho comparado una serie de recomendaciones con el fm de 
unificar criterios, y facilitar el uso de las citas. 

Se propone, en ocasiones, una lista de abreviaturas. 

COLOFON 

Del Tribunal Constitucional de la República Federal de Alemania han emana- 
do las siguientes expresivas palabras, que hacen innecesario todo comentario, y 
con el que cierro este trabajo. 

“El legiskzior tiene la obligación de mejorar y de readaptar las leyes, puesto 
que éstas deben someterse a las exigencias de adecuación, necesarie&d, propor- 
ciottali&d, claridad y exigibilidad, y en cuanto una ley determina defectuosa- 
mente los supuestos de hecho y establece precisiones defectuosas, reconocibles 
ex ante o a posteriori, está fallando en su esen&, en su jinaliokd, pierde su razón 
de existir frente a la regukzción que pretende, deviene inapropiada y no es sus- 
ceptible ni digna de constreñir derechos”. 

“’ Cfr. CODERCH, Pablo Salvador, Losremisiones, en: GRETEL, LQ forma (n. 16), 
p. 241. 


